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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 120  

DE 2017 CÁMARA, 127 DE 2016 SENADO

por medio de la cual se adoptan criterios de política 
pública para la promoción de la movilidad social y 
se regula el funcionamiento del programa Familias 

en Acción.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 

como objeto apoyar la culminación del ciclo de 
educación básica y media, impulsar el tránsito de 
los jóvenes bachilleres promovidos del Programa 
a instituciones y programas de educación 
superior, contribuir a la prevención del embarazo 
en la adolescencia, mejorar las competencias 
ciudadanas y comunitarias de los titulares del 
programa y beneficiarios del programa, priorizar 
la ampliación de la cobertura rural del Programa 
Familias en Acción y fomentar los factores de 
movilidad social de las familias beneficiarias en 
aras de estimular la superación de las condiciones 
de pobreza y pobreza extrema.

TÍTULO I
MÁS FAMILIAS EN ACCIÓN

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la 
Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 2°. Definición. El Programa Familias 
en Acción consiste en la entrega condicionada y 
periódica de una transferencia monetaria directa 
a las familias en condición de pobreza y pobreza 
extrema. El Programa es un complemento al 
ingreso monetario para la formación de capital 
humano, la generación de movilidad social, el 
acceso a programas de educación media y superior, 
la contribución a la superación de la pobreza y 

pobreza extrema y a la prevención del embarazo 
en la adolescencia. Se podrán incorporar las demás 
transferencias que el sistema de la promoción 
social genere en el tiempo para estas familias.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 3° de la 
Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 3°. Objetivos. Contribuir a la 
superación y prevención de la pobreza, la 
formación de capital humano, a la formación 
de competencias ciudadanas y comunitarias, 
mediante el apoyo monetario directo y acceso 
preferencial a programas complementarios a las 
familias beneficiarias y titulares del Programa 
Familias en Acción.

El Programa busca fomentar la asistencia a 
los controles de crecimiento y desarrollo de los 
niños y niñas de primera infancia, la asistencia y 
permanencia escolar en los 9 años de educación 
básica y 2 años de educación media, el acceso 
preferente a programas de educación superior 
y formación para el trabajo; la formación de 
competencias ciudadanas y comunitarias para 
la autonomía y el bienestar de las familias y 
contribuir a la prevención del embarazo en la 
adolescencia.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° de la 
Ley 1532 de 2012, que quedará así:

Artículo 4°. Beneficiarios. Serán beneficiarios 
de las transferencias monetarias condicionadas 
del Programa Familias en Acción:

I.	 Las familias en situación de pobreza y po-
breza extrema, de acuerdo con los criterios 
establecidos por el Gobierno nacional a tra-
vés del Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social, en concordancia con lo 
establecido en los artículos 1°, 2° y 3° de la 
presente ley;
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II.	 Las familias víctimas de desplazamiento for-
zado en situación de pobreza y pobreza ex-
trema;

III.	 Las familias indígenas en situación de pobre-
za y pobreza extrema de acuerdo con proce-
sos de concertación y focalización estableci-
dos por el Programa;

IV.	 Las familias afrodescendientes en situación 
de pobreza y pobreza extrema de acuerdo 
con los criterios de focalización establecidos 
por el programa.

Parágrafo 1°. Las familias que cumplan con los 
criterios de focalización y que voluntariamente 
realicen el proceso de inscripción, podrán ser 
beneficiarias del Programa Familias en Acción.

Parágrafo 2°. Los padres o cuidadores de 
las familias beneficiarias del programa con 
niños, niñas y adolescentes menores de 18 años 
perderán dicho beneficio, cuando la autoridad 
administrativa competente, decrete la existencia 
de una vulneración de derechos de los niños.

El Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social y el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF) diseñarán un 
procedimiento para revisar la permanencia en el 
programa de los beneficiarios sobre los cuales 
la autoridad competente decrete la existencia 
de vulneración de derechos. Este procedimiento 
debe garantizar el cumplimiento de los criterios 
de focalización del programa.

Parágrafo 3°. Para las comunidades indígenas, 
la fuente de focalización serán los listados 
censales reportados por la autoridad del respectivo 
cabildo indígena ante la entidad competente. 
El procedimiento para la inscripción y atención 
diferencial de los beneficiarios de las comunidades 
indígenas será establecido por el programa.

Parágrafo 4°. Los criterios de entrada 
establecidos en el presente artículo serán 
aplicables para los nuevos beneficiarios a partir de 
la promulgación de la presente ley.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 5° de la 
Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 5°. Cobertura geográfica. El 
Programa Familias en Acción se implementará en 
todos los departamentos, municipios, distritos y 
cabildos indígenas de todo el territorio nacional.

Parágrafo. En los procesos de ampliación 
de cobertura a nivel municipal del Programa 
Más Familias en Acción se deberá priorizar 
mayoritariamente, siguiendo el siguiente orden, 
las familias en condición de pobreza y pobreza 
extrema en las: i) zonas rurales dispersas, ii) 
zonas rurales, y iii) cabeceras municipales. 
Este mecanismo de ampliación de cobertura se 
establecerá cumpliendo lo determinado por el 
artículo cuarto de la presente ley.

Artículo 6°. Modifíquese el Parágrafo 3° del 
artículo 10 de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:

Parágrafo 3°. No se podrán hacer afiliaciones 
al Programa Familias en Acción durante los 
noventa (90) días, previos a una contienda electoral 
de cualquier circunscripción. Se exceptúan las 
familias víctimas de desplazamiento forzado que 
se encuentren en situación de pobreza o pobreza 
extrema.

Artículo 7°. Adiciónese el artículo 6A de la 
Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 6A. Competencias ciudadanas 
y comunitarias. En el marco de la entrega de 
las transferencias monetarias condicionadas 
del Programa Familias en Acción y con el fin 
de mejorar las capacidades y condiciones de 
vida de las familias participantes, el Programa 
implementará un conjunto de actividades para 
impulsar las capacidades individuales y colectivas 
de las familias participantes. Estas actividades se 
enfocarán principalmente en la promoción de los 
derechos sexuales y reproductivos, educación 
nutricional, inclusión productiva y educación 
financiera. El Departamento para la Prosperidad 
Social establecerá los criterios de acceso y 
coordinará la oferta de programas propios o de 
otros entes del Estado para cumplir estos fines.

Las familias participantes del Programa 
Familias en Acción serán priorizadas dentro de 
dicha oferta en los niveles nacional y territorial 
y se propiciarán espacios de participación social 
de las familias en lo local en donde se desarrollen 
contenidos que incidan en el mejoramiento de 
las condiciones de vida de los participantes del 
programa.

El Ministerio de Educación Nacional, el 
Ministerio de Salud y Protección Social, el ICBF, 
coordinados por el Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social, estarán encargados de 
la formulación e implementación del componente 
de Competencias Ciudadanas y Comunitarias. 
Para ello las entidades responsables deberán 
diseñar un plan de acción en el cual se determine 
la oferta sectorial y se diseñen las actividades y 
acciones que se implementarán en este programa.

Parágrafo. Como expresión de correspon-
sabilidad con su comunidad, las familias de 
Familias en Acción deberán participar en las 
actividades de beneficio colectivo que se definan, 
como parte de un Plan Comunitario Anual 
que dé cuenta de los aportes que los titulares y 
beneficiarios pueden hacer a la solución de las 
problemáticas sociales que más le afecten.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 6B de la 
Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 6B. Contribución a la prevención 
del embarazo en la adolescencia. Al interior del 
Programa Familias en Acción, el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social junto 
con el Ministerio de Educación Nacional y el 
ICBF bajo la coordinación del Ministerio de Salud 
y Protección Social, deberán garantizar el diseño, 
implementación y articulación de acciones, 
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planes y programas que contribuyan a prevenir el 
embarazo en la adolescencia.

Las acciones, planes y programas a los que 
se refiere el presente artículo deberán incorporar 
como mínimo: i) la formación de competencias 
para la toma de decisiones informadas, ii) el 
desarrollo de conocimientos y la construcción 
de proyectos de vida de adolescentes donde se 
promocionen los beneficios de la culminación del 
ciclo educativo, iii) la reducción de los factores 
de vulnerabilidad y comportamientos de riesgo, 
y iv) el estímulo de los factores protectores y el 
aumento de hábitos saludables de vida.

Parágrafo. El Ministerio de Educación 
Nacional, el Ministerio de Salud y Protección 
Social y el ICBF, deberán realizar el monitoreo 
y seguimiento a las acciones, planes y programas 
para la prevención y reducción del embarazo en 
la adolescencia. Las evaluaciones de impacto de 
las acciones, planes y programas implementados 
estarán a cargo del Ministerio de Salud y 
Protección Social y del Departamento Nacional 
de Planeación, a partir de los cuales recomendarán 
acciones de mejoramiento de los mismos.

Artículo 9°. Modifíquese el parágrafo del 
artículo 7° de la Ley 1532 de 2012 que quedará 
así:

Parágrafo. El programa establecerá un 
mecanismo especial para hacer seguimiento a 
las familias que incumplan de manera reiterada 
los compromisos que adquirieron, con el fin de 
verificar las causas que los originan y establecer las 
acciones de mitigación y corrección pertinentes.

Cuando las causas no sean imputables a todo 
el núcleo familiar, se evitará la suspensión del 
Programa Familias en Acción a estas familias.

TÍTULO II
TITULARES DEL PROGRAMA

Artículo 10. Adiciónese el artículo 6C de la 
Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 6C. Formación para titulares. Los 
titulares del Programa Familias en Acción y los 
que hayan sido promovidos del Programa tendrán 
acceso preferente a los programas de formación 
para el trabajo, educación, emprendimiento y 
empleabilidad. Estos programas estarán orientados 
a garantizar de forma progresiva el acceso a la 
educación, al financiamiento de proyectos de 
emprendimiento laboral y a la búsqueda de la 
estabilidad laboral de los titulares de las familias 
beneficiarias.

El Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social establecerá los lineamientos 
y criterios de focalización de los titulares 
para acceder a estos programas. Las entidades 
competentes de los sectores de educación y trabajo 
deberán asegurar la oferta suficiente y pertinente 
para garantizar el acceso preferente a los titulares 
del Programa Familias en Acción.

TÍTULO III
JÓVENES

Artículo 11. Adiciónese el artículo 6D de la 
Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 6D. Educación superior de los 
jóvenes. El Gobierno garantizará de manera 
progresiva a los jóvenes beneficiarios de Familias 
en Acción que culminan el bachillerato, el acceso 
preferente a programas de educación superior. 
El programa será apoyado y acompañado por 
Instituciones Educativas del Gobierno nacional.

TÍTULO IV
COMPETENCIAS TERRITORIALES

Artículo 12. Modifíquese el artículo 9° de la 
Ley 1532 de 2012 que quedará así:

Artículo 9°. Competencias de las entidades 
territoriales. Las administraciones municipales, 
distritales y gobernaciones son los corresponsables 
del funcionamiento del programa en los municipios 
y corregimientos departamentales.

Para el adecuado funcionamiento del Programa 
Familias en Acción se deberán suscribir convenios 
con las Alcaldías municipales, distritales y 
gobernaciones con el fin de garantizar la oferta 
asociada a los objetivos del Programa en lo que 
respecta a su competencia incluidos los servicios 
de salud y educación.

Parágrafo 1°. Los cabildos indígenas 
suscribirán, junto con el respectivo municipio y el 
Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social, los convenios para el funcionamiento de 
Programas de Familias en Acción. Su ejecución 
y beneficiarios, se determinarán de acuerdo a sus 
usos y costumbres.

Parágrafo 2°. Enlace y/o representante 
beneficiarios indígenas. El enlace indígena 
debe ser elegido por la asamblea general de la 
comunidad, conforme a sus usos y costumbres, 
siempre de una terna que provenga de la misma. 
En aquellos pueblos donde se hable lengua propia, 
será obligatorio que el enlace indígena domine el 
idioma autóctono.

Parágrafo 3°. Las entidades del nivel nacional y 
territorial pertenecientes a los sectores de salud y 
educación deberán garantizar y será n responsables 
de la calidad de la información requerida por el 
Programa Familias en Acción para el cruce de 
los datos de los beneficiarios y en especial para 
el proceso de verificación de compromisos y su 
evaluación de impacto pertinente.

Artículo 13. La presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga las normas que sean 
contrarias.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 22 de 2018
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 

2018, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones al Proyecto de 
ley número 120 de 2017 Cámara, 127 de 2016 
Senado, por medio de la cual se adoptan criterios 
de política pública para la promoción de la 
movilidad social y se regula el funcionamiento del 
programa familias en acción. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992.

Lo anterior, según consta en las actas de Sesión 
Plenaria número 295 de junio 19 de 2018, previo 
su anuncio en la Sesión del día 18 junio de los 
corrientes, correspondiente al Acta número 294.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 137 DE 

2017 CÁMARA, 153 DE 2016 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
la Unión Europea y la República de Colombia por 
el que se crea un marco para la participación de 
la República de Colombia en las operaciones de 

gestión de crisis de la Unión Europea”, suscrito en 
la ciudad de Bogotá, D. C., el 5 de agosto de 2014.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo entre la 
Unión Europea y la República de Colombia por 
el que se crea un Marco para la Participación de 
la República de Colombia en las Operaciones de 
Gestión de Crisis de la Unión Europea”, suscrito 
en la ciudad de Bogotá, D. C., el 5 de agosto de 
2014.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo 
entre la Unión Europea y la República de 
Colombia por el que se crea un Marco para la 
Participación de la República de Colombia en 
las Operaciones de Gestión de Crisis de la Unión 
Europea”, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., 
el 5 de agosto de 2014, que por el artículo 1° de 
esta ley se aprueba, obligará a la República de 
Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 22 de 2018
En Sesión Plenaria Extraordinaria del día 21 de 

junio de 2018 (Decreto número 1033 del 20 de 
junio 2018 expedido por el Gobierno nacional), fue 
aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
sin modificaciones al Proyecto de ley número 
137 de 2017 Cámara, 153 de 2016 Senado, por 
medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre la 
Unión Europea y la República de Colombia por 
el que se crea un marco para la participación de 
la República de Colombia en las Operaciones de 
Gestión de Crisis de la Unión Europea”, suscrito 
en la ciudad de Bogotá, D. C., el 5 de agosto de 
2014. Esto con el fin de que el citado proyecto de 
ley siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en las actas de Sesión 
Plenaria Extraordinaria número 297 de junio 21 
de 2018, previo su anuncio en la Sesión del día 
20 junio de los corrientes, correspondiente al Acta 
número 296.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 156 DE 

2017 CÁMARA, 247 DE 2017 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
de Nagoya Kuala Lumpur sobre Responsabilidad 
y Compensación Suplementario al Protocolo de 
Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología”, 

adoptado en Nagoya, el 15 de octubre de 2010.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Protocolo de 

Nagoya, Kuala Lumpur sobre Responsabilidad 
y Compensación suplementario al Protocolo de 
Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología, 
adoptado en Nagoya, el 15 de octubre de 2010.
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Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el Protocolo de Nagoya, 
Kuala Lumpur sobre Responsabilidad y Compensación 
suplementario al Protocolo de Cartagena sobre 
Seguridad de la Biotecnología, adoptado en Nagoya, el 
15 de octubre de 2010, que por el artículo 1° de esta 
ley se aprueba, obligará a la República de Colombia 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 22 de 2018
En Sesión Plenaria extraordinaria del día 21 de 

junio de 2018 (Decreto número 1033 del 20 de 
junio 2018 expedido por el Gobierno nacional), fue 
aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo 
sin modificaciones al Proyecto de ley número 
156 de 2017 Cámara, 247 de 2017 Senado, por 
medio de la cual se aprueba el “Protocolo de 
Nagoya, Kuala Lumpur sobre Responsabilidad 
y Compensación Suplementario al Protocolo de 
Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología”, 
adoptado en Nagoya, el 15 de octubre de 2010. 
Esto con el fin de que el citado proyecto de ley 
siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las actas de Sesión 
Plenaria Extraordinaria número 297 de junio 21 de 
2018, previo su anuncio en la Sesión del día 20 junio 
de los corrientes, correspondiente al Acta número 296.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 209 DE 

2018 CÁMARA, 98 DE 2016 SENADO
por medio de la cual se establece el servicio social 
complementario adscrito al Sistema General 
Seguridad Social en Salud para atender el 
transporte, manutención y alojamiento del paciente 
y su acompañante con criterios de eficiencia y 

transparencia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 

objeto crear el servicio social complementario 

adscrito al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud que financie el transporte, alojamiento y 
manutención para el paciente y un acompañante 
cuando requiera de la atención de un servicio de 
salud en las condiciones previstas en la presente 
ley.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente 
ley se dirige a entidades promotoras de salud, 
entidades responsables del pago y la entidad 
administradora de los recursos del sistema de 
seguridad social en salud a fin de programar, 
planear y diseñar la forma eficiente de atender 
dichas eventualidades, cuando:

i) 	 El usuario deba trasladarse a un municipio 
diferente al de su residencia o conurbación 
para recibir los servicios de salud ya sea por-
que no es posible prestarlos con oportunidad 
o no existan en el municipio de su residencia;

ii) 	 Que el paciente esté afiliado al Sistema Ge-
neral de Seguridad Social en Salud y perte-
nezca a los Niveles I o II del Sistema de In-
formación para Beneficiarios de Programas 
Sociales (Sisbén);

iii) 	 Cuando el paciente o su núcleo familiar no 
cuenta con medios económicos para cubrir 
los gastos de transporte, manutención o alo-
jamiento;

iv) 	 El programa cubre al acompañante, cuando 
bajo criterio del médico tratante, el pacien-
te sea totalmente dependiente de un tercero 
para su desplazamiento y requiera atención 
permanente para garantizar su integridad fí-
sica y el ejercicio adecuado de sus labores 
cotidianas.

Artículo 3°. Las entidades promotoras de salud, 
en su calidad de aseguradoras y, en cumplimiento, 
de sus funciones, especialmente las señaladas 
en el artículo 178 de la Ley 100 de 1993 serán 
las encargadas de la organización logística, 
administración de los recursos y de la operación 
del servicio social complementario al que se 
refiere la presente ley.

Artículo 4°. Financiación. Con motivo de la 
unificación de los planes de beneficios y el principio 
de equidad y cobertura universal, el transporte 
del paciente y su acompañante se garantizará con 
las primas adicionales que el municipio reciba 
para zona especial por dispersión geográfica. En 
caso de que el municipio no reciba dicha UPC 
diferencial, el servicio se garantizará con las 
primas adicionales por connurbación, por zona 
alejada del continente o concentración de riesgo 
etario. El servicio complementario de transporte 
del acompañante podrá causar un copago o cuota 
moderadora, según el caso.

La manutención y alojamiento podrán 
prestarse en sitios de estancia no hospitalaria 
bajo el concepto de medicina domiciliaria como 
prestación sin cobertura a cargo de la UPC.
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En caso de que el municipio no perciba prima 
adicional por ningún motivo, el servicio se 
financiará con los recursos del Sistema General 
de Participaciones de Propósito General y de los 
recursos de Lotto en Línea recaudados durante la 
respectiva vigencia fiscal, que no sean requeridos 
para el financiamiento del pasivo pensional del 
sector salud, de la respectiva entidad territorial, 
bien sea porque no tiene pasivo pensional o dicho 
pasivo se encuentra plenamente financiado.

Parágrafo. El Fonpet girará los recursos de 
Lotto en Línea a los departamentos, distritos y 
municipios, de conformidad con el reglamento 
que establezca el Gobierno nacional.

Artículo 5°. Sanciones. El uso inadecuado o 
irracional del auxilio de los servicios de transporte, 
alojamiento y manutención, así como el suministro 
de información falsa o fraudulenta por parte de 
cualquiera de las instituciones públicas o privadas 
que participan en el desarrollo del programa social 
definido en la presente ley, acarreará sanciones 
previstas en los artículos 130 y 131 de la Ley 
1438 de 2011 y las demás normas aplicables. Sin 
perjuicio de las demás sanciones administrativas, 
fiscales, disciplinarias y penales por conductas en 
el manejo de los recursos públicos.

Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su publicación y deroga todas 
las normas que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 22 de 2018
En Sesión Plenaria del día 20 de junio de 2018, fue 

aprobado en Segundo Debate el Texto Definitivo sin 
modificaciones al Proyecto de ley número 209 de 
2018 Cámara, 98 de 2016 Senado, por medio de la 
cual se establece el servicio social complementario 
adscrito al Sistema General Seguridad Social en 
Salud para atender el transporte, manutención y 
alojamiento del paciente y su acompañante con 
criterios de eficiencia y transparencia. Esto con 
el fin de que el citado proyecto de ley siga su 
curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las Actas de Sesión 
Plenaria número 296 de junio 20 de 2018, previo 
su anuncio en la Sesión del día 19 junio de los 
corrientes, correspondiente al Acta número 295.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 211  

DE 2018 CÁMARA, 57 DE 2017 SENADO

por la cual se autoriza a la Nación –Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público– Capitalizar al Servicio 

Aéreo a Territorios Nacionales S. A., Satena.
El Congreso de Colombia

DECRETA: 
Artículo 1°. Autorízase a la Nación –Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público– para capitalizar 
al Servicio Aéreo a Territorios Nacionales S. A., 
(Satena S. A.), hasta por la suma de noventa y dos 
mil ochocientos treinta y cinco millones de pesos 
($92.835.000.000) moneda legal colombiana.

Parágrafo 1°. La presente capitalización se 
realizará en dos vigencias, así: de hasta sesenta 
y un mil millones de pesos ($61.000.000.000) 
moneda legal colombiana en la vigencia 2018, 
y de hasta treinta y un mil ochocientos treinta 
y cinco millones de pesos ($31.835.000.000) 
moneda legal colombiana en la vigencia 2019.

Parágrafo 2°. La Nación –Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público– recibirá, a cambio de 
la capitalización, el número de acciones ordinarias 
al valor nominal que tengan en los respectivos 
estatutos.

Parágrafo 3°. La capitalización se realizará en 
dinero, el cual se destinará exclusivamente a la 
compra de aeronaves.

Artículo 2°. Satena S. A., deberá entregarle 
a la Nación –Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público– los títulos representativos de las acciones 
ordinarias equivalentes al valor de la capitalización 
autorizada mediante la presente ley, junto con una 
certificación en la que conste el correspondiente 
registro de las acciones en el libro de accionistas 
de Satena S. A.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 21 de 2018
En Sesión Plenaria del día 20 de junio de 

2018, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones al Proyecto de ley 
número 211 de 2018 Cámara, 57 de 2017 Senado, 
por la cual se autoriza a la Nación –Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público– Capitalizar al 
Servicio Aéreo a Territorios Nacionales S. A. 
Satena. Esto con el fin de que el citado proyecto 
de ley siga su curso legal y reglamentario y de esta 
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manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las Actas de Sesión 
Plenaria número 296 de junio 20 de 2018, previo 
su anuncio en la Sesión del día 19 de junio de los 
corrientes, correspondiente al Acta número 295.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 225 DE 

2018 CÁMARA, 196 DE 2018 SENADO

por la cual se autoriza la adjudicación o el 
otorgamiento de uso de baldíos en reservas 
forestales protectoras-productoras y de reserva 
forestal de la Ley 2ª de 1959, sin sustracción y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Habilitación de adjudicación 

u otorgamiento de uso de baldíos en reservas 
forestales protectoras-productoras y de reserva 
forestal de la Ley 2ª de 1959, sin sustracción. En 
las reservas forestales protectoras-productoras y en 
las zonas tipo C de la zonificación y ordenamiento 
de las áreas de reserva forestal de la Ley 2ª de 1959, 
la Agencia Nacional de Tierras podrá adjudicar u 
otorgar el uso de los baldíos que se encuentren 
en su interior sin que para ello sea necesaria la 
sustracción de dichas áreas. En las zonas tipo A y 
B de la zonificación y ordenamiento de las áreas 
de reserva forestal de Ley 2ª de 1959, la Agencia 
Nacional de Tierras podrá otorgar el uso.

Para efectos de lo dispuesto en la presente ley 
entiéndase por zonas tipo A, B y C, las siguientes:

•	 Zona tipo A: Zonas que garantizan el man-
tenimiento de los procesos ecológicos bá-
sicos necesarios para asegurar la oferta de 
servicios ecosistémicos, relacionados prin-
cipalmente con la regulación hídrica y cli-
mática; la asimilación de contaminantes del 
aire y del agua; la formación y protección del 
suelo; la protección de paisajes singulares y 
de patrimonio cultural; y el soporte a la di-
versidad biológica.

•	 Zona Tipo B: Zonas que se caracterizan por 
tener coberturas favorables para un manejo 
sostenible del recurso forestal mediante un 
enfoque de ordenación forestal integral y la 
gestión integral de la biodiversidad y los ser-
vicios ecosistémicos.

•	 Zona tipo C: Zonas que por sus característi-
cas biofísicas ofrecen condiciones para el de-
sarrollo de actividades productivas agrofo-
restales, silvopastoriles y otras compatibles 
con los objetivos de la Reserva Forestal, que 
deben incorporar el componente forestal, y 
que no impliquen la reducción de las áreas 
de bosque natural presentes en sus diferentes 
estados sucesionales.

Parágrafo 1°. En los casos en que exista 
información más detallada sobre la zonificación 
adoptaba en el presente artículo las autoridades 
ambientales en el marco de su función de 
administración de la reserva allegarán al Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible los estudios 
técnicos, económicos, sociales y ambientales 
que soporten su propuesta de modificación de 
la zonificación, sin perjuicio de las medidas 
de manejo definidas en el plan de zonificación 
ambiental de que trata el artículo 6° de la presente 
ley.

El Gobierno nacional a través de la Agencia 
Nacional de Tierras, deberá realizar de manera 
gradual y progresiva el inventario de los baldíos 
adjudicables de la Nación que serán sometidos al 
otorgamiento de uso o a adjudicación, de que trata 
la presente ley.

Parágrafo 2. La Agencia de Desarrollo Rural 
en coordinación con las Autoridades Ambientales 
y la Agencia Nacional de Tierras brindarán 
asistencia para la implementación de proyectos a 
los que se refiere el artículo 2°, a los beneficiarios 
de las medidas de adjudicación y otorgamiento de 
uso.

Artículo 2°. Adjudicación y uso sobre baldíos. 
La adjudicación o el otorgamiento del uso de 
predios baldíos ubicados en las zonas señaladas 
en el artículo anterior de la presente ley, será 
para el desarrollo de proyectos que incluyan 
actividades productivas asociadas al manejo 
forestal sostenible, a través de prácticas forestales, 
agroforestales, silvopastoriles, manteniendo la 
vocación forestal del suelo, contribuyendo con 
ello al cierre de la frontera agropecuaria y evitar 
procesos de deforestación.

El Gobierno nacional a través de los 
Ministerios de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
y Agricultura y Desarrollo Rural reglamentará los 
lineamientos para el desarrollo, cofinanciación, y 
sostenibilidad ambiental de los proyectos a que 
hace referencia este artículo, en los que se tendrá 
en cuenta las franjas de estabilización asociada a la 
línea de deforestación del año 2010, en el término 
máximo de seis (6) meses, contados a partir de la 
expedición de la presente ley.

Parágrafo 1°. Para las adjudicaciones y 
otorgamiento de uso de baldíos en las zonas de 
reserva forestal acá mencionadas, se tendrán 
en cuenta las actividades productivas que los 
ocupantes estén desarrollando en el predio con 
el fin de formular un proyecto productivo que 



Página 8	 Jueves, 5 de julio de 2018	 Gaceta del Congreso  498

las incorpore y de ser necesario contemple su 
reconversión gradual a las actividades de que trata 
el primer inciso del presente artículo.

Parágrafo 2°. Las actividades a desarrollar 
en los predios baldíos adjudicados o con el 
otorgamiento de uso, podrán ser objeto de 
asociación con entidades del Estado o privados 
interesados en apoyar las actividades productivas.

Parágrafo 3°. El otorgamiento de uso de baldíos 
en las zonas de reserva forestal acá mencionadas, 
atenderá los ciclos productivos del manejo del 
recurso natural renovable y no podrá ser inferior a 
veinticinco (25) años.

Parágrafo 4°. De conformidad con las reglas 
contenidas en el artículo 74 del Decreto-ley 902 
de 2017 será deber de la Agencia Nacional de 
Tierras radicar el acto administrativo o contrato 
en el que se otorgue el uso o se conceda la 
titularidad del bien, según corresponda, en la 
Oficina de Registro e Instrumentos Públicos 
del circulo donde se encuentra el predio, con 
el fin de que se realice el registro respectivo, 
de acuerdo con la norma que regula la materia. 
Estos actos están exentos de la tarifa por el 
ejercicio registral y gastos notariales.

Artículo 3°. Beneficiarios. A la adjudicación u 
otorgamiento del uso de los baldíos de que trata 
el artículo 1° de la presente ley, accederán los 
campesinos o trabajadores rurales, trabajadores 
con vocación agraria sujetos de ordenamiento 
social de la propiedad a título gratuito o con 
tierra insuficiente, priorizando a la población 
rural victimizada, incluyendo sus asociaciones 
de víctimas las mujeres rurales, mujeres cabeza 
de familia y a la población desplazada, que a la 
fecha de expedición de esta ley, lleven ocupando 
y explotando los predios con una antelación igual 
o mayor a cinco (5) años.

También serán beneficiarios las asociaciones 
de trabajadores y trabajadoras con vocación 
agraria sin tierra o con tierra insuficiente que a la 
fecha de expedición de esta ley, lleven ocupando 
y explotando los predios con una antelación igual 
o mayor a cinco (5) años.

Así mismo, serán beneficiarios las personas 
y comunidades que participen en programas de 
reubicación y reasentamiento a quienes no se les 
exigirá ocupación o explotación.

Parágrafo 1°. Los requisitos y procedimientos 
para la adjudicación no previstos en esta norma, se 
sujetarán a las disposiciones contenidas en la Ley 
160 de 1994, Decreto-ley 902 de 2017 y demás 
normas que la modifiquen, sustituyan o deroguen.

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional, a través de 
los Ministerios de Agricultura y Desarrollo Rural 
y Ambiente y Desarrollo Sostenible, reglamentará 
lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 4°. Prohibición de adjudicación. 
No podrán adjudicarse los bienes baldíos que 
se encuentren en las zonas tipo A y B de la 

zonificación y ordenamiento de las áreas de 
reserva forestal de la Ley 2ª de 1959 adoptada por 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
y tampoco se podrán adjudicar o entregar el uso de 
aquellos catalogados como bienes de uso público, 
parques naturales, las tierras comunales de grupos 
étnicos, las tierras de resguardos, el patrimonio 
arqueológico de la Nación, incluyendo las zonas 
donde hagan presencia comunidades étnicas en 
los términos establecidos en los Parágrafos 5° y 
6° del artículo 85 de la Ley 160 de 1994, la Ley 
21 de 1991 y los artículos 2°, 4° y 6° de la Ley 70 
de 1993 y demás zonas que por disposición legal 
se encuentren excluidas de entregarse mediante 
adjudicación o autorización de uso.

En todo caso, por ministerio de la presente 
ley la administración de los baldíos descritos 
en el presente artículo se radicará en cabeza de 
la autoridad ambiental competente, para lo cual 
se hará la anotación en el folio de matrícula 
inmobiliaria correspondiente de conformidad con 
la Ley 1579 de 2012, o la norma que la modifique, 
sustituya o derogue.

Artículo 5°. Administración, control y 
seguimiento. La explotación de los bienes baldíos 
que se adjudiquen o se otorguen en uso conforme 
a lo dispuesto en la presente ley, estará sujeta 
al estricto cumplimiento de las disposiciones 
vigentes y en especial aquellas emitidas por el 
Gobierno nacional a través de los Ministerios 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible y de 
Agricultura y Desarrollo Rural, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 1° y 8°, lo cual será 
verificado por la Agencia Nacional de Tierras en 
materia del seguimiento a las condiciones tanto 
de adjudicación como de otorgamiento de uso, 
y por la autoridad ambiental administradora de 
la reserva forestal en lo que corresponde a los 
recursos naturales.

El incumplimiento de las normas fijadas 
para adelantar la explotación de los bienes 
que se adjudiquen o se otorguen en uso, 
conforme lo dispuesto en la presente ley y sus 
reglamentaciones, dará lugar a las acciones 
policivas, ambientales y legales procedentes, 
en especial a las establecidas en las Leyes 160 
de 1994, 1333 de 2009 y demás normas que las 
modifiquen, sustituyan o deroguen.

Crease el Comité de Seguimiento del Congreso 
de la República, el cual estará integrado por los 
parlamentarios miembros de las Comisiones 
Quintas del Senado de la República y de la Cámara 
de Representantes, cuyo objetivo será verificar el 
cumplimiento de las disposiciones contenidas en 
la presente ley, por parte del Gobierno nacional.

Artículo 6°. Estatuto o Plan de zonificación 
ambiental. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible en coordinación con el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural en un plazo no 
mayor a dos (2) años, formulará el Estatuto o Plan 
de zonificación ambiental, en el que delimitará la 



Gaceta del Congreso  498	 Jueves, 5 de julio de 2018	 Página 9

frontera agrícola, que permita actualizar y de ser 
necesario ampliar el inventario y caracterizar el uso 
de las áreas que deben tener un manejo ambiental 
especial, tales como: zonas de reserva forestal, 
reservas forestales, zonas de alta biodiversidad, 
ecosistemas frágiles y estratégicos, cuencas, 
páramos y humedales y demás fuentes y recursos 
hídricos, con miras a proteger la biodiversidad e 
indicar las medidas de manejo para los proyectos 
que se podrán adelantar en dichas áreas.

En todo caso, la formulación del plan de que 
trata el presente artículo no modifica el régimen 
constitucional y legal de las áreas de manejo 
ambiental especial que allí se consoliden; como 
tampoco los derechos de las comunidades étnicas 
presentes en dichas áreas.

Artículo 7°. Régimen de sustracción de áreas 
de reserva forestal de la Ley 2ª de 1959. El 
régimen de sustracción de las áreas de reserva 
forestal de la Ley 2ª de 1959 que puedan ser 
utilizadas en explotación diferente a la forestal, 
tales como actividades mineras, de hidrocarburos, 
infraestructura, o para la constitución de Zonas de 
Interés de Desarrollo Rural, Económico y Social 
(Zidres), entre otros, se sujetará a lo dispuesto en 
el Decreto-ley 2811 de 1974 y las normas que lo 
reglamentan y desarrollan.

En todo caso, en el evento en que el proyecto 
que requiera previamente de la sustracción de las 
áreas de reserva forestal afecte a las comunidades 
étnicas, se deberá agotar el trámite de consulta 
previa de conformidad con el artículo 6° del 
Convenio 169 de la OIT, siempre y cuando el 
Ministerio del Interior certifique la presencia de 
comunidades étnicas en la zona donde se pretenda 
ejecutar el mismo.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, adoptará un mecanismo para la 
sustracción de las áreas de reserva forestal de la 
ley 2ª con fines de reforma rural integral.

Artículo 8°. Planes de sostenimiento social 
y ambiental. Los Ministerios de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, y Agricultura y Desarrollo 
Rural definirán los criterios para la formulación 
del plan de sostenimiento social y ambiental para 
el área a sustraer. Entre los criterios se contemplará 
la participación de las comunidades, la estructura 
ecológica principal, la vocación del suelo y su uso 
actual, entre otros.

Artículo Nuevo. Cuando se haya otorgado 
el Derecho de Uso o la Adjudicación del baldío 
por parte de la Agencia Nacional de Tierras en 
estos predios no se podrán adelantar proyectos de 
utilidad pública e interés general.

Artículo Nuevo. Régimen aplicable para la 
constitución de Zonas de Reserva Campesina en 
Zonas de Reserva Forestal. Podrán constituirse 
Zonas de Reserva Campesina en las zonas de 
Reserva Forestal protectoras-productoras y de 
reserva forestal de la Ley 2ª de 1959, siempre y 
cuando se respeten las determinaciones respecto 

a la zonificación y el régimen de usos permitidos, 
así como las medidas de manejo especial 
establecidas en el Plan de Desarrollo Sostenible 
de conformidad con lo previsto en la ley.

Artículo 9°. Vigencia. La presente ley, rige 
a partir de la fecha de su expedición, modifica 
parcialmente el artículo 209 del Decreto-ley 2811 
de 1974 en lo que respecta a la habilitación de 
adjudicación u otorgamiento del uso de los baldíos de 
que trata la presente norma, modifica parcialmente 
el parágrafo segundo del artículo 76 de la Ley 160 
de 1994, modificado por el artículo 102 de la Ley 
1753 de 2015, en el sentido de señalar que las tierras 
baldías localizadas al interior de las Zonas B y C de 
las reservas forestales de la Ley 2ª de 1959 adquieren, 
en el marco del régimen especial de ocupación, 
aprovechamiento y adjudicación, la condición de 
adjudicables y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., julio 4 de 2018
En Sesión Plenaria Extraordinaria del día 26 de 

junio de 2018, fue aprobado en Segundo Debate el 
Texto Definitivo con modificaciones del Proyecto 
de ley número 225 de 2018 Cámara, 196 de 2018 
Senado, por la cual se autoriza la adjudicación 
o el otorgamiento de uso de baldíos en reservas 
forestales protectoras-productoras y de reserva 
forestal de la Ley 2ª de 1959, sin sustracción y 
se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992.

Lo anterior, según consta en las actas de 
Sesión Plenaria Extraordinaria número 298 de 
junio 26 de 2018, previo su anuncio en la Sesión 
Extraordinaria del día 21 de junio de los corrientes, 
correspondiente al Acta número 297.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 227 DE 

2018 CÁMARA, 198 DE 2018 SENADO

 por medio de la cual se fortalecen la investigación 
y judicialización de organizaciones criminales, se 
adoptan medidas para su sujeción a la justicia y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN
CAPÍTULO ÚNICO
Normas generales

Artículo 1°. Ámbito de aplicación. Las 
disposiciones previstas en la presente ley se 
aplicarán en la investigación y judicialización de 
los Grupos Delictivos Organizados (GDO), y los 
Grupos Armados Organizados (GAO).

Las disposiciones establecidas en el Título 
III se aplicarán exclusivamente para los Grupos 
Armados Organizados (GAO).

Artículo 2°. Definiciones. Para los efectos de 
esta ley se entenderá por:

Grupos Armados Organizados (GAO): 
Aquellos que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte del territorio 
un control tal que les permita realizar operaciones 
militares sostenidas y concertadas.

Para identificar si se está frente a un Grupo 
Armado Organizado se tendrán en cuenta los 
siguientes elementos concurrentes:

•	 Que use la violencia armada contra la Fuerza 
Pública u otras instituciones del Estado; la 
población civil; bienes civiles, o contra otros 
grupos armados.

•	 Que tenga la capacidad de generar un nivel 
de violencia armada que supere el de los dis-
turbios y tensiones internas.

•	 Que tenga una organización y un mando que 
ejerza liderazgo o dirección sobre sus miem-
bros, que le permitan usar la violencia contra 
la población civil, bienes civiles o la Fuerza 
Pública, en áreas del territorio nacional.

Grupo Delictivo Organizado (GDO): 
El grupo estructurado de tres o más personas 
que exista durante cierto tiempo y que actúe 
concertadamente con el propósito de cometer 
uno o más delitos graves o delitos tipificados con 
arreglo a la Convención de Palermo, con miras 
a obtener, directa o indirectamente, un beneficio 
económico u otro beneficio de orden material.

Los delitos cometidos por estos grupos no 
necesariamente tendrán que ser de carácter 
transnacional sino que abarcarán también aquellos 
delitos que se encuentren tipificados en el Código 
Penal Colombiano.

Parágrafo. En todo caso, para establecer si 
se trata de un Grupo Armado Organizado, será 
necesaria la calificación previa del Consejo de 
Seguridad Nacional.

TÍTULO II
MEDIDAS PARA EL FORTALECIMIENTO 

DE LA INVESTIGACIÓN Y DE LA 
JUDICIALIZACIÓN DE LOS GRUPOS 

DELICTIVOS ORGANIZADOS  
Y DE LOS GRUPOS ARMADOS 

ORGANIZADOS
CAPÍTULO I

Medidas punitivas para combatir  
las organizaciones criminales

Artículo 3°. Adiciónese el artículo 182A de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 182A. Constreñimiento ilegal 
por parte de miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados. 
Los miembros, testaferros o colaboradores de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, que mediante constreñimiento 
impidan u obstaculicen el avance de los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial 
(PDET), establecidos en el Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera, así como cualquier 
otra actividad para la implementación del Acuerdo 
Final, incurrirán en prisión de cuatro (4) a seis (6) 
años.

Artículo 4°. Adiciónese un inciso final al 
artículo 387 de la Ley 599 de 2000, relativo al 
Constreñimiento al sufragante, el cual quedará 
así:

La pena se aumentará en una tercera parte 
cuando la conducta sea cometida por miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 340 de 
la Ley 599 de 2000, relativo al Concierto para 
delinquir, el cual quedará así:

Artículo 340. Concierto para delinquir. 
Cuando varias personas se concierten con el fin de 
cometer delitos, cada una de ellas será penada, por 
esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho (108) meses.

Cuando el concierto sea para cometer delitos 
de genocidio, desaparición forzada, tortura, 
desplazamiento forzado, tráfico de niñas, niños 
y adolescentes, trata de personas, del tráfico 
de migrantes, homicidio, terrorismo, tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes, drogas 
tóxicas o sustancias sicotrópicas, secuestro, 
secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento 
ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, 
o financiación del terrorismo y de grupos de 
delincuencia organizada y administración 
de recursos relacionados con actividades 
terroristas y de la delincuencia organizada, 

http://go.vlex.com/vid/42846002?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/vid/42846002?fbt=webapp_preview
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ilícito aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables, contaminación ambiental por 
explotación de yacimiento minero o hidrocarburo, 
explotación ilícita de yacimiento minero y otros 
materiales, y delitos contra la administración 
pública o que afecten el patrimonio del Estado, 
la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho 
(18) años y multa de dos mil setecientos (2.700) 
hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

La pena privativa de la libertad se aumentará 
en la mitad para quienes organicen, fomenten, 
promuevan, dirijan, encabecen, constituyan 
o financien el concierto para delinquir o sean 
servidores públicos.

Cuando se tratare de concierto para la comisión 
de delitos de contrabando, contrabando de 
hidrocarburos y sus derivados, fraude aduanero, 
favorecimiento y facilitación del contrabando, 
favorecimiento de contrabando de hidrocarburos 
o sus derivados, la pena será de prisión de seis (6) 
a doce (12) años y multa de dos mil (2.000) hasta 
treinta mil (30.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 6°. Adiciónese el artículo 340A de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 340A. Asesoramiento a Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. El que ofrezca, preste o facilite 
conocimientos jurídicos, contables, técnicos 
o científicos, ya sea de manera ocasional o 
permanente, remunerados o no, con el propósito 
de servir o contribuir a los fines ilícitos de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, incurrirá por esta sola conducta en 
prisión de seis (6) a diez (10) años e inhabilidad 
para el ejercicio de la profesión, arte, oficio, 
industria o comercio por veinte (20) años.

No se incurrirá en la pena prevista en este 
artículo cuando los servicios consistan en la 
defensa técnica, sin perjuicio del deber de acreditar 
sumariamente el origen lícito de los honorarios. 
En todo caso el Estado garantizará la defensa 
técnica.

Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 
346 de la Ley 599 de 2000, relativo a la utilización 
ilegal de uniformes e insignias, el cual quedará 
así:

Parágrafo. Cuando la conducta sea desarrollada 
dentro de los territorios que conforman la cobertura 
geográfica de los Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET), la pena se aumentará 
de una tercera parte a la mitad.

Artículo 8°. Adiciónese el numeral 8 al inciso 
3° del artículo 365 de la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

8.	 Cuando la conducta sea desarrollada dentro 
de los territorios que conforman la cobertura 
geográfica de los Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial (PDET).

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 188E a la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 188E. Amenazas contra defensores 
de Derechos Humanos y servidores públicos. El 
que por cualquier medio atemorice o amenace a 
una persona que ejerza actividades de promoción 
y protección de los derechos humanos, o a sus 
familiares, o a cualquier organización dedicada a 
la defensa de los mismos, o dirigentes políticos, o 
sindicales comunicándole la intención de causarle 
un daño constitutivo de uno o más delitos, en 
razón o con ocasión de la función que desempeñe, 
incurrirá en prisión de setenta y dos (72) a ciento 
veintiocho (128) meses y multa diecisiete punto 
setenta y siete (17,77) a doscientos salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

En la misma pena se incurrirá cuando las 
conductas a las que se refiere el inciso anterior 
recaigan sobre un servidor público o sus familiares.

Parágrafo. Se entenderá por familiares a los 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o civil, segundo de afinidad o sobre cónyuge o 
compañera o compañero permanente o cualquier 
otra persona que se halle integrada a la unidad 
doméstica del destinatario de la amenaza.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 347 de la 
Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 347. Amenazas. El que por cualquier 
medio atemorice o amenace a una persona, 
familia, comunidad o institución, con el propósito 
de causar alarma, zozobra o terror en la población 
o en un sector de ella, incurrirá por esta sola 
conducta, en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años 
y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a 
ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Si la amenaza o intimidación recayere sobre 
un miembro de una organización sindical, un 
periodista o sus familiares, en razón o con ocasión 
al cargo o función que desempeñe, la pena se 
aumentará en una tercera parte.

Artículo 11. Control a las llamadas desde 
los centros de reclusión. Cuando se produzcan 
llamadas procedentes de dispositivos de 
telecomunicaciones ubicados en centros 
penitenciarios y carcelarios, los operadores de 
redes y servicios de telecomunicaciones deberán 
disponer lo necesario para informar al destinatario 
de la comunicación, el lugar del nombre y 
establecimiento desde el cual se origina.

El incumplimiento de este deber dará lugar a la 
imposición de las multas previstas en el artículo 
65 de la Ley 1341 de 2009, de conformidad con el 
régimen allí previsto.

CAPÍTULO II
Herramientas de investigación y 

judicialización
Artículo 12. Adiciónese el artículo 224A a la 

Ley 906 de 2004, el cual quedará así:
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Artículo 224A. Término para la realización 
de actividades investigativas de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. Sin perjuicio de lo establecido 
en las normas que prevean un término mayor, 
en el caso de las actividades investigativas que 
requieran control judicial previo, cuando se trate 
de las investigaciones que se adelanten contra 
miembros de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados, la orden del fiscal 
deberá ser diligenciada en un plazo de seis (6) 
meses, si se trata de la indagación, y de tres (3) 
meses, cuando esta se expida con posterioridad a 
la formulación de imputación.

Artículo 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 
235 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Parágrafo. Los funcionarios de Policía 
Judicial deberán rendir informes parciales de los 
resultados de la interceptación de comunicaciones 
cuando dentro de las mismas se establezcan 
informaciones que ameriten una actuación 
inmediata para recolectar evidencia o elementos 
materiales probatorios e impedir la comisión de 
otra u otras conductas delictivas. En todo caso, 
el fiscal comparecerá ante el juez de control de 
garantías a efectos de legalizar las actuaciones 
cuando finalice la actividad investigativa.

Artículo 14. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 236 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Recuperación de información dejada al navegar 
por internet u otros medios tecnológicos que 
produzcan efectos equivalentes, el cual quedará 
así:

Parágrafo. Cuando se trate de investigaciones 
contra miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados, la 
Policía Judicial dispondrá de un término de seis 
(6) meses en etapa de indagación y tres (3) meses 
en etapa de investigación, para que expertos en 
informática forense identifiquen, sustraigan, 
recojan, analicen y custodien la información que 
recuperen.

Artículo 15. Adiciónese un inciso final al 
artículo 242 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Actuación de agentes encubiertos, el cual quedará 
así:

Para efectos de lo dispuesto en el presente 
artículo también podrá disponerse que los 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados puedan actuar 
como agentes encubiertos.

Artículo 16. Operaciones encubiertas en 
medios de comunicación virtual. Adiciónese un 
artículo 242B a la Ley 906 de 2004:

Artículo 242B. Operaciones encubiertas 
en medios de comunicación virtual. La técnica 
especial de investigación de agente encubierto 
contemplada en el artículo 242 podrá utilizarse 
cuando se verifique la posible existencia de 
hechos constitutivos de delitos cometidos por 

organizaciones criminales que actúan a través de 
comunicaciones mantenidas en canales cerrados 
de comunicación virtual.

El agente encubierto podrá intercambiar o 
enviar archivos ilícitos por razón de su contenido y 
analizar los resultados de los algoritmos aplicados 
para la identificación de dichos archivos ilícitos. 
También obtener imágenes y grabaciones de las 
conversaciones que puedan mantenerse en los 
encuentros previstos entre la gente y el indiciado.

Parágrafo. En todo caso, tratándose de este 
tipo de operaciones encubiertas, se deberá contar 
con una autorización previa por parte del Juez 
de Control de Garantías para interferir en las 
comunicaciones, de conformidad con lo dispuesto 
en la jurisprudencia constitucional.

Artículo 17. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 243 de la Ley 906 de 2004 sobre entregas 
vigiladas encubiertas:

Parágrafo 1°. Para el desarrollo de entregas 
vigiladas encubiertas, la Fiscalía General de la 
Nación, podrá utilizar como remesa encubierta 
dineros e instrumentos financieros incautados a 
organizaciones criminales o respecto de los cuales 
haya operado la figura del comiso o la extinción 
de dominio. La utilización de estos bienes solo 
podrá ser autorizada por el Fiscal General de la 
Nación.

Parágrafo 2°. Cuando la mercancía a entregar 
o recibir por parte del agente encubierto sea 
moneda de curso legal, nacional o extranjera o 
la transferencia de propiedad sobre productos 
financieros diferentes a moneda de curso legal, 
la operación podrá incluir la autorización de 
adelantar la apertura de productos financieros en 
instituciones colombianas o extranjeras, a través 
de las cuales originará la entrega o la recepción de 
la mercancía.

Los productos financieros abiertos bajo 
esta autorización tendrán la denominación de 
producto financiero encubierto. La apertura de 
productos financieros encubiertos requerirá la 
autorización de la respectiva entidad financiera, la 
cual se entenderá indemne respecto a las posibles 
conductas delictivas o infracciones regulatorias, 
derivadas de las actuaciones del Agente Encubierto 
o de la entidad, en desarrollo de la operación, en 
lo exclusivamente relacionado con el producto 
financiero encubierto.

Artículo 18. Adiciónese dos parágrafos al 
artículo 244 de la Ley 906 de 2004, relativo a 
la Búsqueda selectiva en bases de datos, el cual 
quedará así:

Parágrafo 1°. Los términos para la búsqueda 
selectiva en base de datos en las investigaciones 
que se adelanten contra miembros de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados en etapa de indagación serán de seis 
(6) meses y en investigación de tres (3) meses, 
prorrogables hasta por un término igual.
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Parágrafo 2°. En las investigaciones que 
se sigan contra Organizaciones Criminales, el 
Juez de Control de Garantías podrá autorizar 
el levantamiento de la reserva y el acceso a la 
totalidad de bases de datos en las cuales pueda 
encontrarse el indiciado o imputado, cuando así 
se justifique por las circunstancias del caso y el 
tipo de conducta punible que se investiga. Esta 
autorización se concederá por un término igual al 
contemplado en el parágrafo primero, al término 
del cual, dentro de las treinta y seis horas siguientes 
al último acto de investigación se debe acudir 
nuevamente ante el juez de control de garantías, 
con el fin de solicitar sea impartida legalidad a la 
totalidad del procedimiento.

Artículo 19. Adiciónese un parágrafo 5° al 
artículo 284 de la Ley 906 de 2004, relativo a la 
Prueba anticipada, el cual quedará así:

Parágrafo 5°. La prueba testimonial anticipada 
se podrá practicar en todos los casos en que 
se adelanten investigaciones contra miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados. Las pruebas testimoniales 
que se practiquen de manera anticipada en virtud 
de este parágrafo solo podrán repetirse en juicio a 
través de videoconferencia, siempre que a juicio 
del Juez de conocimiento no se ponga en riesgo la 
vida e integridad del testigo o sus familiares, o no 
sea posible establecer su ubicación.

Artículo 20. Adiciónese el artículo 429A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 429A. Cooperación interinstitucional 
en materia de investigación criminal. Los 
elementos materiales probatorios, evidencia física 
e información legalmente obtenida, recopilada o 
producida por las autoridades administrativas en 
desarrollo de sus competencias y con observancia 
de los procedimientos propios de las actuaciones 
disciplinarias, fiscales o sancionatorias, podrán 
ser utilizados e incorporados a las indagaciones 
o investigaciones penales correspondientes, 
sin menoscabar los derechos y procedimientos 
establecidos en la Constitución Política.   

Los conceptos, informes, experticias y demás 
medios de conocimiento obtenidos, recolectados 
o producidos por las autoridades administrativas 
en desarrollo de sus competencias podrán ser 
ingresados al juicio por quien los suscribe, por 
cualquiera de los funcionarios que participó en la 
actuación administrativa correspondiente o por el 
investigador que recolectó o recibió el elemento 
material probatorio o evidencia física.

Artículo 21. Adiciónense dos nuevos parágrafos 
al artículo 297 de la Ley 906 de 2004, relativo a 
los requisitos generales para la legalización de 
captura, los cuales quedarán así:

Parágrafo 2°. La persona que sea capturada 
será puesta a disposición del juez de control de 
garantías dentro de un término de 36 horas, el cual 
será interrumpido con la instalación de la audiencia 
por parte del juez competente en cumplimiento de 

lo señalado en el artículo 28 de la Constitución 
Política.

En todo caso para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el presente artículo se tendrá en cuenta 
el criterio de plazo razonable, de conformidad con 
la Convención Americana de Derechos Humanos 
y la jurisprudencia interamericana.

Parágrafo 3°. En la audiencia de legalización 
de captura el fiscal podrá solicitar la legalización 
de todos los actos de investigación concomitantes 
con aquella que requieran control de legalidad 
posterior. Cuando se trate de tres o más capturados 
o actividades investigativas a legalizar, el inicio 
de la audiencia interrumpe los términos previstos 
en la ley para la legalización.

Artículo 22. Adiciónese el artículo 212B a la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 212B. Reserva de la actuación 
penal. La indagación será reservada. En todo 
caso, la Fiscalía podrá revelar información sobre 
la actuación por motivos de interés general.

Artículo 23. Adiciónese el artículo 307A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 307A. Término de la detención 
preventiva. Cuando se trate de delitos cometidos 
por miembros de Grupos Delictivos Organizados 
el término de la medida de aseguramiento privativa 
de la libertad no podrá exceder de tres (3) años. 
Cuando se trate de Grupos Armados Organizados, 
el término de la medida de aseguramiento 
privativa de la libertad no podrá exceder de cuatro 
(4) años. Vencido el término anterior sin que se 
haya emitido sentido del fallo, se sustituirá la 
medida de aseguramiento por una no privativa 
de la libertad que permita cumplir con los fines 
constitucionales de la medida en relación con 
los derechos de las víctimas, la seguridad de la 
comunidad, la efectiva administración de justicia 
y el debido proceso.

La sustitución de la medida de aseguramiento 
por una no privativa de la libertad deberá 
efectuarse en audiencia ante el juez de control de 
garantías. La Fiscalía establecerá la naturaleza 
de la medida no privativa de la libertad que 
procedería, presentando los elementos materiales 
probatorios o la información legalmente obtenida 
que justifiquen su solicitud.

Parágrafo. La solicitud de revocatoria para 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados solo podrá ser 
solicitada ante los jueces de control de garantías 
de la ciudad o municipio donde se formuló la 
imputación y donde se presentó o deba presentarse 
el escrito de acusación.

Artículo 24. Adiciónese el artículo 313A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 313A. Criterios para determinar 
el peligro para la comunidad y el riesgo de no 
comparecencia en las investigaciones contra 
miembros de Grupos Delictivos Organizados 
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y Grupos Armados Organizados. En las 
investigaciones contra miembros de Grupos 
Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados, para los efectos del artículo 296 de la 
Ley 906 de 2004, constituirán criterios de peligro 
futuro y riesgo de no comparecencia, cualquiera 
de los siguientes:

1.	 Cuando el tiempo de existencia del grupo su-
pere dos (2) años.

2.	 La gravedad de las conductas delictivas aso-
ciadas con el grupo, especialmente si se trata 
de delitos como el homicidio, secuestro, ex-
torsión o el lavado de activos.

3.	 El uso de armas letales en sus acciones delic-
tivas.

4.	 Cuando la zona territorial o el ámbito de in-
fluencia del grupo recaiga sobre cualquier 
zona del territorio o dentro de los territorios 
que conforman la cobertura geográfica de los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Terri-
torial (PDET).

5.	 Cuando el número de miembros del grupo 
sea superior a quince (15) personas.

6.	 Haber sido capturado o imputado dentro de 
los tres años anteriores, por conducta consti-
tutiva de delito doloso.

7.	 Cuando las víctimas sean defensores de De-
rechos Humanos o hagan parte de poblacio-
nes con especial protección constitucional. 
Se pondrá especial énfasis en la protección 
de mujeres, niñas, niños y adolescentes, 
quienes han sido afectados por las organi-
zaciones criminales objeto de esta ley. Este 
enfoque tendrá en cuenta los riesgos espe-
cíficos que enfrentan las mujeres contra su 
vida, libertad, integridad y seguridad y serán 
adecuadas a dichos riesgos.

8.	 La utilización de menores de edad en la co-
misión de delitos por parte del grupo.

9.	 Se tendrán en cuenta los contextos y las 
particularidades del territorio, incluidas las 
problemáticas y actores presentes en el que 
evidencia la amenaza, el riesgo y la vulnera-
bilidad.

10.	 Se tendrán en cuenta los informes emitidos 
por la Defensoría del Pueblo.

Artículo 25. Adiciónese el artículo 317A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 317A. Causales de libertad. Las 
medidas de aseguramiento en los casos de 
miembros de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados tendrán vigencia 
durante toda la actuación. La libertad del 
imputado o acusado se cumplirá de inmediato y 
solo procederá en los siguientes eventos:

1.	 Cuando se haya cumplido la pena según la 
determinación anticipada que para este efec-
to se haga, o se haya decretado la preclusión, 
o se haya absuelto al acusado.

2.	 Como consecuencia de la aplicación del 
principio de oportunidad, cuando se trate de 
modalidad de renuncia.

3.	 Como consecuencia de las cláusulas del 
acuerdo cuando haya sido aceptado por el 
juez de conocimiento.

4.	 Cuando transcurridos cuatrocientos (400) 
días contados a partir de la fecha de impu-
tación no se hubiere presentado el escrito de 
acusación o solicitado la preclusión, confor-
me a lo dispuesto en el artículo 294  del Có-
digo de Procedimiento Penal.

5.	 Cuando transcurridos quinientos (500) días 
contados a partir de la fecha de presentación 
del escrito de acusación, no se haya dado 
inicio a la audiencia de juicio por causa no 
imputable al procesado o a su defensa.

6.	 Cuando transcurridos quinientos (500) días 
contados a partir de la fecha de inicio de la 
audiencia de juicio, no se haya emitido el 
sentido del fallo.

Parágrafo 1°. En los numerales 4 y 5 se 
restablecerán los términos cuando hubiere 
improbación de la aceptación de cargos, de los 
preacuerdos o de la aplicación del principio de 
oportunidad.

Parágrafo 2°. No se contabilizarán los términos 
establecidos en los numerales 5 y 6 del presente 
artículo, cuando la audiencia de juicio oral no 
se haya podido iniciar o terminar por maniobras 
dilatorias del acusado o su defensor.

Parágrafo 3°. La libertad de los miembros 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados solo podrá ser solicitada 
ante los jueces de control de garantías de la ciudad 
o municipio donde se formuló la imputación, y 
donde se presentó o donde deba presentarse el 
escrito de acusación.

Cuando la audiencia no se haya podido iniciar 
o terminar por causa objetiva o de fuerza mayor, 
por hechos ajenos al juez o a la administración de 
justicia, la audiencia se iniciará o reanudará cuando 
haya desaparecido el motivo que la originó.

Parágrafo 4°. No se aplicarán las causales 
contenidas en los numerales 2 y 3 cuando 
el procesado se haya acogido al proceso de 
sometimiento contenido en el Título III de esta ley.

CAPÍTULO III
Disposiciones complementarias  

a los capítulos anteriores
Artículo 26. Jueces de control de garantías para 

grupos delictivos organizados y grupos armados 
organizados. El Consejo Superior de la Judicatura 
garantizará jueces de control de garantías con la 
función especial de atender prioritariamente las 
diligencias relacionadas con los delitos cometidos 
por Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados de los que trata la presente 
ley, los cuales podrán desplazarse para ejercer 

http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO/art%20294?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO+vid:42856600%2520OR%2520232368445/*?fbt=webapp_preview
http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO+vid:42856600%2520OR%2520232368445/*?fbt=webapp_preview
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sus funciones sin que ello afecte su competencia. 
Los jueces designados para tales efectos deberán 
ser capacitados para el tratamiento de los delitos 
propios de la delincuencia organizada.

Artículo 27. Defensoría pública. La 
Defensoría del Pueblo dispondrá de defensores 
públicos ambulantes, para asistir a las audiencias 
relacionadas con Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados. Estos profesionales 
tendrán como propósito principal velar por el 
estricto cumplimiento del debido proceso y las 
garantías fundamentales de los miembros del 
respectivo grupo.

La Defensoría del Pueblo será la responsable 
de conformar los grupos de defensores prioritarios 
con el fin de que tengan disponibilidad inmediata 
en el evento de que sean requeridos.

El Ministerio Público, la Rama Judicial y el 
Gobierno nacional, podrán celebrar convenios 
para garantizar la logística necesaria para los 
efectos de este artículo.

Artículo 28. Mecanismos de cooperación 
sobre nuevas tecnologías. El Gobierno nacional, 
en coordinación con la Fiscalía General de la 
Nación, implementará programas específicos 
de capacitación, adquisición de tecnología, y de 
acciones articuladas entre entidades públicas, 
que permitan combatir eficaz y oportunamente el 
avance de tecnologías que faciliten la operación 
de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados.

Para cumplir con lo dispuesto en el inciso 
anterior, la Fiscalía y el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, 
desarrollarán un protocolo que permita 
periódicamente evaluar el desarrollo de nuevas 
tecnologías y las formas de detección y control 
de las mismas como acción concreta en la lucha 
contra el crimen organizado.

Artículo 29. Cooperación internacional entre 
agencias y organismos de investigación. El 
Gobierno nacional, a través de sus organismos 
competentes y en coordinación con la Fiscalía 
General de la Nación, adelantará los contactos 
necesarios con las autoridades de los países 
interesados en adoptar una estrategia común para 
la persecución de Grupos Delictivos Organizados 
y Grupos Armados Organizados.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el 
presente artículo, se promoverá la unificación 
de procedimientos y protocolos entre las 
diferentes autoridades, incluyendo la adopción 
de mecanismos que permitan la actuación 
internacional aún en territorio extranjero y, en 
todo caso, con la autorización del país respectivo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en tratados 
internacionales, el Gobierno nacional podrá 
celebrar acuerdos con autoridades extranjeras y 
organizaciones internacionales para la prevención, 
detección y combate de los delitos cometidos por 

Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados. En este marco, y cuando un caso 
particular así lo amerite, podrán llevarse a cabo 
investigaciones u operaciones conjuntas con un 
propósito específico y un plazo limitado; adoptarse 
medidas como la adscripción o intercambio de 
personal, y compartirse la información sobre las 
actividades delictivas, naturaleza, estructura y 
medios empleados por la organización delictiva, 
la identificación de los sospechosos y los bienes 
involucrados.

Artículo 30. Presunción probatoria sobre el 
origen ilícito de los bienes de grupos delictivos 
organizados y grupos armados organizados. 
Cuando existan elementos de juicio que indiquen 
que los bienes que pertenecen a los miembros de 
Grupos Delictivos Organizados y Grupos Armados 
Organizados se encuentran estrechamente 
asociados a su actividad delictiva, se presume su 
origen o destinación en la actividad ilícita.

En cumplimiento de esta presunción, el 
fiscal delegado deberá adelantar el trámite 
correspondiente al comiso o extinción de dominio, 
de acuerdo con las normas establecidas para el 
efecto en la Ley 906 de 2004 y la Ley 1708 de 
2014 y demás normas que las modifiquen.

Artículo 30-A. Restricción de cuentas bancarias 
y de operaciones en efectivo. Cuando se conceda 
libertad condicional o cualquier otro mecanismo 
sustitutivo de la pena privativa de la libertad por 
los delitos de: concierto para delinquir, trata de 
personas, del tráfico de migrantes, terrorismo, 
tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, 
drogas tóxicas o sustancias sicotrópicas, secuestro 
extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, 
lavado de activos y sus delitos fuentes, testaferrato 
y conexos, financiación del terrorismo y de grupos 
de delincuencia organizada y administración 
de recursos relacionados con actividades 
terroristas y de la delincuencia organizada, 
ilícito aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables, contaminación ambiental por 
explotación de yacimiento minero o hidrocarburo, 
explotación ilícita de yacimiento minero y otros 
materiales, y delitos contra la administración 
pública o que afecten el patrimonio del Estado, se 
impondrá al condenado la restricción de realizar 
operaciones mensuales en efectivo en montos 
superiores a diez (10) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes y el deber de manejar sus recursos 
en una cuenta bancaria única. Esta limitación 
incluirá la prohibición de manejar recursos de 
liquidez a través de otros productos financieros 
distintos a la cuenta bancaria única.

Esta restricción tendrá una duración de diez 
(10) años contados a partir del momento en que 
el condenado acceda a la libertad o cualquier otro 
mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la 
libertad.

Para los efectos de este artículo y como 
requisito para acceder a la libertad condicional o 
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cualquier otro mecanismo sustitutivo de la pena 
privativa de la libertad, el condenado deberá 
informar al Juez de Ejecución de Penas y Medidas 
de Seguridad la cuenta y la entidad bancaria en la 
cual manejará sus recursos, así como el monto de 
sus bienes y patrimonio. Dicha información deberá 
ser actualizada anualmente por el condenado 
a través de medios electrónicos, en una base de 
datos que será administrada por la Unidad de 
Información y Análisis Financiero – UIAF, la cual 
deberá informar a las autoridades investigativas y 
judiciales competentes sobre el incumplimiento 
de las disposiciones aquí previstas.

Parágrafo. Dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la promulgación de la presente ley, 
la Unidad de Información y Análisis Financiero 
(UIAF) reglamentará el detalle de la información 
que debe ser reportada y actualizada por el 
condenado y pondrá en funcionamiento la base de 
datos a la que se hace referencia en el presente 
artículo.

Parágrafo 2°. La superintendencia financiera 
de Colombia expedirá la regulación necesaria 
a efectos de garantizar el acceso al sistema 
financiero de los condenados y el cumplimiento de 
lo previsto en este artículo respecto a las entidades 
bajo su supervisión.

Artículo 31. Adiciónese el artículo 83A de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 83A. Suspensión de giros nacionales 
e internacionales del sistema postal de pagos. En 
cualquier momento de la actuación, a petición de 
la fiscalía, el juez de control de garantías podrá 
ordenar el no pago de un objeto del sistema postal 
de pagos, cuando tenga inferencia razonable de 
que el dinero es producto directo o indirecto de 
la comisión de conductas punibles por parte de 
miembros de Grupos Delictivos Organizados y 
Grupos Armados Organizados.

TÍTULO III
PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA LA 
SUJECIÓN A LA JUSTICIA DE GRUPOS 

ARMADOS ORGANIZADOS
CAPÍTULO I

Normas generales
Artículo 32. Normativa aplicable. En todo lo 

no regulado expresamente en esta ley se aplicará 
lo dispuesto en la Ley 906 de 2004, en particular 
en lo concerniente a la intervención del Ministerio 
Público en razón de sus funciones y de protección 
de los derechos de las víctimas.

Artículo 33. Ámbito personal de aplicación. 
Las normas establecidas en este título solamente 
serán aplicables a los miembros de los Grupos 
Armados Organizados cuya sujeción a la justicia 
se produzca con posterioridad a la entrada en 
vigencia de la presente ley. 

Artículo 34. Etapas. El procedimiento para 
la sujeción a la justicia por parte de los grupos 

armados organizados y sus miembros se realizará 
en dos etapas: i) la de acercamiento colectivo; y ii) 

la de judicialización.
La etapa de acercamiento colectivo correrá a 

cargo del Gobierno nacional y la de judicialización 
les corresponderá a la Fiscalía General de la 
Nación y a los jueces designados.

CAPÍTULO II
Acercamientos colectivos con los grupos 

armados organizados
Artículo 35. Solicitud de sujeción. Los grupos 

armados organizados de que trata el artículo 
2° de esta ley deberán manifestar de manera 
escrita al Gobierno nacional su voluntad de 
sujetarse colectivamente a la justicia, a través del 
representante que sus miembros deleguen.

La solicitud suscrita por el representante o 
delegado de la organización deberá contener 
cuando menos la siguiente información:

1.	 Manifestación expresa, libre, voluntaria y 
debidamente informada de sujetarse a la  
justicia.

2.	 Información precisa que permita identificar 
la estructura del grupo armado organizado, 
su área de influencia y expansión territorial, 
su modo de operación y el número total de 
sus integrantes.

3.	 La individualización de todos los miembros 
que se van a sujetar a la justicia con sus res-
pectivas actas de sujeción individual, suscri-
tas bajo su nombre, documento de identifica-
ción, firma y huella.

4.	 Las conductas delictivas que serán recono-
cidas colectiva o individualmente por los 
integrantes de la organización, en especial 
lo relacionado con actos de corrupción y la 
vinculación de servidores públicos en ellos; 
tráfico de estupefacientes, lo que incluye 
rutas de narcotráfico, lavado de activos y 
ubicación de plantaciones; participación de 
menores en las actividades del grupo armado 
organizado; minería criminal y tráfico de ar-
mas.

5.	 Información conducente para la identifica-
ción de las víctimas de los delitos que serán 
reconocidos colectivamente.

6.	 Relación detallada de los bienes que han sido 
obtenidos producto de la comisión de con-
ductas punibles y que serán entregados en el 
marco de la sujeción a la justicia. Tratándose 
de bienes cuya tradición esté sujeta a regis-
tro, se identificarán como corresponde, de 
conformidad con la ley.

7.	 Información específica sobre otras activida-
des económicas y del mercado ilícito de las 
cuales derivan recursos económicos para su 
financiamiento y articulación, así como la 
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relación e información de los testaferros del 
grupo y sus miembros.

8.	 La información sobre las distintas estructu-
ras de apoyo, en especial aquellas compues-
tas por otras organizaciones criminales y por 
servidores públicos.

9.	 La individualización e identificación de los 
menores de edad que hagan parte de la orga-
nización, quienes serán entregados a la pro-
tección del Estado, antes de la reunión de los 
miembros del grupo.

10.	 La individualización, identificación y entre-
ga de las personas secuestradas por el Grupo 
Armado Organizado.

11.	 La individualización, identificación y, de ser 
posible, la entrega de las personas desapare-
cidas por el Grupo Armado Organizado.

12.	 Un plan de reparación a las víctimas.
13.	 Las demás que establezca el Gobierno  

nacional.
Parágrafo 1°. Recibida la solicitud de sujeción, 

el Gobierno nacional procederá a verificar el 
cumplimiento formal de los requisitos señalados 
en este artículo. Si la solicitud omite cualquiera 
de los presupuestos señalados, se concederá 
a la organización solicitante un (1) mes para 
subsanarla. Vencido el término anterior sin que 
se hubiese corregido la solicitud, procederá a 
rechazarla.

Parágrafo 2°. Verificado el cumplimiento 
formal de los requisitos previstos en este artículo, el 
Gobierno nacional remitirá toda la documentación 
al Fiscal General de la Nación y copia de la misma 
al Procurador General de la Nación, para el cabal 
desarrollo de sus competencias.

Parágrafo 3°. Respecto de los bienes se 
aplicarán las reglas del procedimiento abreviado de 
extinción de dominio previsto en los artículos 133 
y siguientes de la Ley 1708 de 2014, teniéndose 
la relación de bienes y la entrega de los mismos 
como sustento suficiente para dictar la sentencia 
correspondiente.

Parágrafo 4°. Remitida la documentación de 
que trata el parágrafo segundo de este artículo, el 
Gobierno nacional dará a conocer a la comunidad 
y a las víctimas, por cualquier medio idóneo, el 
proceso de sujeción a la justicia de los miembros 
del Grupo Armado Organizado.

Parágrafo 5°. Los destinatarios de esta ley 
tendrán un periodo máximo de seis meses para 
presentar la solicitud de sujeción.

Artículo 36. Delegación para los 
acercamientos. Una vez analizada la manifestación 
de sujeción a la justicia, el Gobierno nacional 
podrá asignar mediante acto administrativo, a uno 
o varios de sus delegados, la facultad de llevar 
a cabo los acercamientos colectivos, según las 
funciones descritas en el artículo siguiente, con 
los representantes de la organización que haya 
realizado una solicitud de sujeción.

Artículo 37. Funciones del delegado para 
los acercamientos. Específicamente, el o los 
delegados del Gobierno nacional, para este efecto, 
podrán:

1.	 Informar a los miembros del grupo la norma-
tividad del proceso de sujeción a la justicia y 
sus consecuencias.

2.	 Proponer al Consejo de Seguridad Nacio-
nal, junto con el representante autorizado del 
Grupo, las zonas, fechas y demás aspectos 
administrativos y logísticos necesarios para 
la reunión y entrega de la organización.

3.	 Recibir, junto con los funcionarios compe-
tentes del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, antes de la reunión de los miem-
bros del grupo, a los menores de edad que 
estén en su poder.

4.	 Recibir a las personas secuestradas que es-
tuvieran en poder del Grupo Armado Orga-
nizado, antes de la reunión de los miembros 
del Grupo.

5.	 Las demás que les sean delegadas por el Go-
bierno nacional.

Parágrafo. El ejercicio de las funciones aquí 
descritas no comportará el inicio de acciones de 
responsabilidad penal o disciplinaria.

Artículo 38. Delitos que deben ser aceptados. 
Deberán ser aceptados aquellos delitos que 
hayan sido cometidos en razón y con ocasión a 
la pertenencia al grupo armado organizado, en 
desarrollo del objetivo ilícito perseguido por el 
grupo o que sirvan para facilitarlo.

La aceptación de responsabilidad en estos 
delitos no implica que no se puedan investigar, 
juzgar y sancionar otras conductas realizadas 
por los miembros del grupo armado organizado, 
que no hayan sido objeto de aceptación y que 
constituyan hechos distintos.

Parágrafo. De conformidad con el artículo 
122 de la Constitución, quienes se acojan al 
procedimiento establecido en esta ley, perderán 
los derechos de carácter político definidos en la 
Constitución y la ley.

Artículo 39. Acta de sujeción individual. Junto 
con la solicitud de sujeción, los representantes del 
grupo armado organizado entregarán al Gobierno 
nacional las actas de sujeción individual de cada 
uno de los miembros del grupo que hará parte del 
proceso. Cada una de estas actas deberá contener:

1.	 La identificación plena del miembro del gru-
po, la que deberá contener cuando menos: 
nombres y apellidos completos, alias dentro 
de la organización, documento de identidad, 
firma y huella.

2.	 La fecha de ingreso a la organización, el rol 
o roles que asumió dentro del grupo y las zo-
nas donde cometió las actividades delictivas.

3.	 Una exposición detallada de la participación 
en cada una de las conductas delictivas de la 
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organización, respecto de las que re conoce 
responsabilidad penal.

4.	 Los elementos materiales probatorios, evi-
dencia física e información que acredite la 
realización de las conductas delictivas.

5.	 La manifestación expresa, libre, voluntaria e 
informada y debidamente asesorada, de re-
nunciar a su derecho a no auto incriminarse.

6.	 El compromiso de no volver a cometer con-
ductas punibles y de garantía de buena con-
ducta.

7.	 A efectos de la determinación de las san-
ciones penales respectivas, podrá hacer 
referencia a las condiciones individuales, 
familiares, sociales, modo de vivir, y an-
tecedentes de todo orden. De considerarlo 
conveniente, podrá referirse a la probable 
determinación de pena aplicable y la con-
cesión de algún subrogado de conformidad 
con la ley.

Parágrafo 1°. La manifestación de que trata el 
numeral quinto del presente artículo deberá estar 
precedida de la información expresa sobre el 
derecho contenido en el artículo 385 del Código de 
Procedimiento Penal, lo cual constará en el acta. 
Para tales efectos, los miembros del grupo deberán 
estar asistidos y asesorados por un defensor 
público, en caso de no contar con un defensor de 
confianza, quien suscribirá conjuntamente el acta 
de sujeción individual.

Parágrafo 2°. El acta de sujeción individual 
será considerada evidencia suficiente de la 
comisión de las conductas en ella contenidas y la 
manifestación de aceptación será suficiente para 
perfeccionar el allanamiento a cargos.

El juez verificará, al momento de la audiencia 
correspondiente, que la manifestación contenida 
en el acta de sujeción individual se realizó de 
manera libre, voluntaria e informada.

Parágrafo 3°. Los destinatarios de esta ley 
tendrán un periodo máximo de seis meses para 
presentar la solicitud de sujeción individual.

Artículo 40. Zonas de reunión. El Gobierno 
nacional determinará la zona geográfica en la 
cual se realizará la reunión de los miembros del 
grupo armado organizado, teniendo en cuenta la 
zona de influencia de la organización, el número 
de personas que pretenden sujetarse a la justicia y 
cualquier otro factor relevante. Podrá establecerse 
un número prudente y reducido de lugares dentro 
del territorio nacional.

Así mismo, se podrán establecer corredores 
de seguridad en el territorio nacional para que 
las personas que quieran sujetarse a la justicia de 
manera colectiva se desplacen con el fin de llegar 
a los lugares de reunión.

Estas zonas de reunión no podrán ubicarse en 
áreas urbanas y se deberá garantizar el normal 
y pleno ejercicio del Estado de Derecho. Estas 

tampoco podrán ubicarse en áreas fronterizas o 
con presencia de cultivos ilícitos o de minería 
ilegal.

Artículo 41. Reunión de los miembros del 
grupo armado organizado con fines de sujeción a 
la justicia. Los miembros de los grupos se reunirán 
en la fecha y lugares definidos por el Gobierno 
nacional. La reunión de los miembros del grupo 
armado organizado tendrá como finalidad:

1.	 La desvinculación de todos los menores de 
edad que se encuentren en el Grupo Armado 
Organizado, de conformidad con lo estable-
cido en el numeral 9 del artículo 33 de la pre-
sente ley.

2.	 La entrega de todos los elementos ilícitos en 
poder de los miembros del Grupo Armado 
Organizado, lo que incluye armas, municio-
nes, uniformes de uso privativo de las Fuer-
zas Militares, listados de testaferros, bienes y 
activos, sustancias psicoactivas ilícitas, entre 
otros.

3.	 La realización de las actividades tendientes 
a la verificación de plena identificación de 
cada miembro.

4.	 La judicialización de los miembros del Gru-
po Armado Organizado, así como de sus tes-
taferros.

5.	 Garantizar que los miembros del Grupo Ar-
mado Organizado reciban la asistencia téc-
nica de un defensor público en caso de no 
contar con defensor de confianza.

6.	 Materializar las demás actividades y com-
promisos consignados en la solicitud de su-
jeción.

Parágrafo 1°. La reunión de los miembros 
del Grupo Armado Organizado en los lugares 
designados y su permanencia en ellos, es un 
acto voluntario. Sin embargo, si alguna persona 
decide dejar las zonas de reunión y tuviere orden 
de captura suspendida, esta será reactivada y 
materializada inmediatamente.

Parágrafo 2°. Los miembros de los grupos 
armados organizados no se entenderán privados 
de la libertad mientras se encuentren en el lugar 
designado por el Gobierno nacional. El tiempo 
que los miembros del grupo armado organizado 
permanezcan en estos territorios no será tenido en 
cuenta para el cómputo de las penas privativas de 
la libertad, ni como materialización de órdenes de 
captura.

Parágrafo 3°. Los elementos ilícitos del Grupo 
Armado que sean entregados serán recibidos por 
el Gobierno nacional o quien este designe. En 
todo caso, la recepción se hará de acuerdo con 
los manuales de cadena de custodia y entregados 
a la Fiscalía General de la Nación, para lo de su 
competencia.

Artículo 42. Suspensión de órdenes de captura. 
Una vez iniciado el proceso de sujeción a la justicia, 
y con el fin de facilitar su desarrollo, la Fiscalía 
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General de la Nación, previa solicitud expresa del 
Consejo de Seguridad Nacional, podrá suspender, 
hasta el momento en que se emita sentido de fallo 
condenatorio, las órdenes de captura que se hayan 
dictado o se dicten en contra de los representantes 
de los grupos armados organizados y sus 
miembros. En todo caso, el término de suspensión 
nunca podrá ser superior a tres meses.

Parágrafo 1°. En caso de que se determine 
que alguna de las personas que está en el proceso 
de sujeción está incumpliendo las normas de 
conducta colectivas o cometa nuevos delitos 
dolosos o preterintencionales, se procederá a 
revocar la suspensión de su orden de captura, y se 
procederá de inmediato a su materialización.

Parágrafo 2°. Cualquier delito cometido por los 
miembros de la organización, durante el tiempo 
que dure su permanencia en las zonas de reunión, 
se tramitará de conformidad con el procedimiento 
previsto en el Código de Procedimiento Penal.

Parágrafo 3°. La suspensión de órdenes de 
captura de que trata el presente artículo tendrá 
aplicación exclusivamente en el territorio definido 
por el Gobierno nacional como zonas de reunión 
y en los corredores de seguridad fijados para el 
desplazamiento a ellas.

Artículo 43. Medida de aseguramiento especial 
para el procedimiento de sujeción a la justicia. 
Recibidas las actas de sujeción, la fiscalía General 
de la Nación acudirá ante los jueces de control e 
garantías que se designen para el efecto, a quienes 
entregara una copia de las actas de sujeción y 
de los demás elementos materiales probatorios 
con que cuente, para que con fundamento en la 
información allí contenida proceda a imponer 
las medidas de aseguramiento que correspondan, 
considerando los criterios establecidos en el 
artículo 24 de esta ley.

Parágrafo. El Gobierno nacional definirá los 
lugares y condiciones de reclusión que garanticen 
el cumplimiento de las medidas de aseguramiento 
privativas de la libertad en establecimiento de 
reclusión, que se imponga con ocasión a este 
procedimiento de sujeción.

Parágrafo 2°. El abandono injustificado de 
las zonas de reunión por parte de cualquiera de 
los miembros del Grupo Armado Organizado, 
se entenderá como desistimiento del proceso 
de sujeción a la justicia. En todo caso, los 
elementos materiales probatorios, evidencia 
física e información legalmente obtenida durante 
el proceso de sujeción a la justicia tendrá plena 
validez en los procesos ordinarios.              

Parágrafo 3°. Legalización de captura. 
Considerando que los solicitantes del proceso de 
sujeción a la justicia no se encuentran privados de 
la libertad en las zonas de reunión, no se realizarán 
audiencias de legalización de captura respecto de 
los hechos y delitos que sean reconocidos en el 
acta de sujeción individual. 

CAPÍTULO III
Etapa de judicialización

Artículo 44. Fiscales delegados y verificación. 
Recibida la documentación de que trata el parágrafo 
2° del artículo 36 de esta ley, el Fiscal General 
de la Nación procederá a delegar a los fiscales 
y funcionarios de policía judicial necesarios 
para iniciar el proceso de judicialización, 
quienes inmediatamente adelantarán las labores 
investigativas que resulten necesarias para la 
verificación de la información remitida.

Parágrafo. Si, producto de las verificaciones o 
de las investigaciones en curso adelantadas por 
la Fiscalía General de la Nación, se advierte la 
existencia de nuevos hechos, el fiscal delegado 
para la judicialización deberá ponerlos en 
conocimiento del representante de la organización, 
para que, adicionen el acta de sujeción si lo 
estiman conveniente, adicionen el acta de sujeción 
individual dentro de los cinco (5) días siguientes.

Artículo 45. Acusación y contenido. Surtida 
la etapa prevista en el artículo anterior, el fiscal 
procederá a elaborar el escrito de acusación 
colectiva únicamente respecto de los hechos y 
delitos cuya responsabilidad se reconoce en el acta 
de sujeción individual, y comunicará los cargos a 
los solicitantes mediante la entrega del escrito de 
acusación a estos y a sus defensores.

De la comunicación se dejará constancia, 
a la que se adjuntarán las actas de sujeción 
individual, lo cual equivaldrá al allanamiento 
a cargos y comportará una rebaja punitiva de 
hasta el cincuenta por ciento (50%) de la pena 
impuesta, salvo que se trate de delitos definidos 
como de Lesa Humanidad en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el 
Derecho Internacional Penal, genocidio, delitos 
contra niños, niñas y adolescentes, delitos contra 
la vida, cometidos contra mujeres y delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexuales, caso 
en el cual será de hasta un 30%. Esta rebaja no 
será acumulable con otras disminuciones de pena 
reguladas en la legislación ordinaria.

El escrito deberá contener:
1.	 La relación clara y sucinta de los hechos ju-

rídicamente relevantes objeto de aceptación.
2.	 La referencia a las condiciones individuales, 

familiares, sociales, modo de vivir y antece-
dentes de todo orden del procesado y, si lo 
considera conveniente, la probable determi-
nación de pena aplicable y la concesión de 
algún subrogado.

3.	 La constancia de comunicación del escrito 
de acusación.

4.	 El acta de sujeción individual.
Parágrafo 1°. La Fiscalía fijará, atendiendo 

criterios de conexidad y contexto, el número de 
integrantes de la organización que comprenderá 
cada acusación colectiva.

http://go.vlex.com/search/jurisdiction:CO+vid:42856600%2520OR%2520232368445/*?fbt=webapp_preview
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Parágrafo 2°. Los hechos y delitos que no se 
encuentren relacionados en el acta de sujeción 
individual, o que producto de las verificaciones, 
o de las investigaciones en curso, no hayan sido 
adicionados por el solicitante, serán investigados 
y juzgados de conformidad con las normas 
y procedimientos previstos en el Código de 
Procedimiento Penal. En el evento en que el 
solicitante sea condenado por estos hechos, 
perderá la rebaja de pena que haya sido otorgada 
en virtud de esta ley.

Parágrafo 3°. Para todos los efectos procesales 
la entrega de la acusación equivaldrá a la 
formulación de imputación de la que trata la Ley 
906 de 2004.

Artículo 46. Presentación de la acusación 
colectiva. Dentro de los cinco (5) días siguientes a 
la entrega del escrito de acusación al que se refiere 
el artículo anterior, el fiscal deberá presentarlo 
ante el juez que de conformidad con el artículo 
52 designe el Consejo Superior de la Judicatura, 
quien adelantará la audiencia de verificación de 
sujeción y sentencia.

Artículo 47. Audiencia de verificación de 
sujeción y sentido de fallo. Dentro de los diez 
(10) días siguientes a la presentación del escrito 
de acusación, el juez designado llevará a cabo 
audiencia de verificación de sujeción y sentido de 
fallo, en la que, una vez corroborada la presencia 
de las partes, procederá a:

1.	 Verificar que la sujeción de cada una de las 
personas relacionadas en la acusación colec-
tiva haya sido libre, voluntaria, debidamen-
te informada y previamente asistida por su  
defensor.

2.	 Emitir el sentido de fallo condenatorio.
3.	 El juez, de plano, ordenará la privación de 

la libertad y librará inmediatamente la orden 
de encarcelamiento, de conformidad con las 
normas vigentes.

Parágrafo 1°. En el evento en que cualquiera de 
los acusados decida no aceptar su responsabilidad 
en esta audiencia, se dará por terminado el 
proceso de sujeción a la justicia respecto de este, 
su judicialización se tramitará por las normas 
previstas en el Código de Procedimiento Penal y 
se restablecerán automáticamente las órdenes de 
captura que hubieren sido expedidas en su contra.

Parágrafo 2°. El escrito de Acusación Colectiva 
será publicado en el Portal de la Rama Judicial 
y se dará traslado del mismo a las partes o 
intervinientes que lo soliciten. En ningún caso se 
dará lectura al escrito de acusación colectiva.

Artículo 48. Traslado de la sentencia e 
interposición de recursos. Anunciado el sentido 
del fallo, el juez contará con diez (10) días para 
proferir la sentencia y correr traslado escrito de la 
misma a las partes intervinientes.

La sentencia se entenderá notificada con la 
entrega de una copia de la misma al condenado o 
a su defensor.

Surtida la notificación a la que se refiere el 
inciso anterior, las partes e intervinientes contarán 
con cinco (5) días para interponer y sustentar 
el recurso de apelación contra la decisión de 
primera instancia. Este se presentará por escrito 
y se tramitará conforme a lo dispuesto por el 
procedimiento ordinario.

Artículo 49. Divisibilidad de las decisiones. 
Podrán emitirse sentencias referentes a la 
responsabilidad penal de los miembros del grupo 
armado organizado relacionadas con los delitos 
aceptados de manera colectiva, sin perjuicio de las 
sentencias sobre la responsabilidad individual de 
los integrantes de estas organizaciones.

Artículo 50. Celebración de audiencias. 
El Gobierno nacional brindará los recursos 
necesarios para la instalación de salas transitorias 
de audiencias que permitan la rápida y efectiva 
judicialización de todos los miembros de la 
organización criminal que se sujeten a la justicia.

Con el objetivo de lograr la judicialización 
de todas las personas que se sujeten a la justicia 
y buscando garantizar el efectivo ejercicio del 
derecho de defensa, se dispondrá de salas de 
audiencia con capacidad para al menos cincuenta 
(50) procesados por sala, sus defensores y demás 
intervinientes. 

Se deberá correr traslado mediante publicación 
en un medio de amplia circulación nacional, 
de la fecha de la realización de la audiencia a 
las víctimas y demás intervinientes que estén 
haciendo parte del proceso de judicialización de 
los Grupos Armados organizados.

Parágrafo. El juez, en ejercicio de sus poderes 
correccionales, podrá interrumpir, suspender o 
detener la intervención de alguna de las partes si 
encuentra que es innecesaria y genera dilaciones.

Artículo 51. Competencia. El Consejo Superior 
de la Judicatura designará y garantizará la 
disponibilidad y el desplazamiento de los jueces 
que conocerán exclusivamente del juzgamiento 
de los hechos y personas objeto de esta ley.

Para el desarrollo de las audiencias y demás 
actos procesales contenidos en esta ley, no serán 
aplicables las reglas de competencia territorial 
establecidas en los artículos 42, 43 y 44 del Código 
de Procedimiento Penal.

Los funcionarios judiciales podrán desarrollar 
las audiencias y los demás actos procesales en los 
lugares de reunión de los miembros de los grupos 
armados organizados, sin consideración al lugar 
donde ocurrieron los hechos.

Artículo 52. Validez probatoria de las 
manifestaciones de los sujetados a la justicia. Las 
manifestaciones de aceptación de responsabilidad 
contenidas en las actas de sujeción y sus anexos 
serán elementos materiales probatorios suficientes 
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para acreditar la responsabilidad penal respecto 
de los delitos objeto de sujeción a la justicia. Lo 
anterior, sin perjuicio de la posibilidad de que la 
Fiscalía General de la Nación aporte elementos 
materiales probatorios, evidencia física o 
información legalmente obtenida de las conductas 
punibles cometidas por los miembros del grupo 
armado organizado.

El mismo valor probatorio tendrán los 
interrogatorios de los miembros del grupo que se 
hubieren realizado.

Artículo 53. Intervención de las víctimas. 
Dentro del presente procedimiento se garantizarán 
los derechos de participación de las víctimas, en 
especial las garantías procesales, probatorias, 
sustanciales y de acceso, así como los derechos a 
la verdad, la justicia, la reparación y las garantías 
de no repetición, y serán intervinientes en los 
términos establecidos en las normas procesales 
ordinarias.

Parágrafo 1°. Entiéndase por garantías 
procesales, las orientadas a que las víctimas 
puedan participar e intervenir como sujeto procesal 
esencial en todas las etapas y procedimientos del 
juicio, con todas las prerrogativas inherentes a 
dicha condición, incluyendo la legitimación para 
presentar recursos contra decisiones de fondo. 
Dentro de estas garantías debe asegurarse la 
representación judicial gratuita y apropiada para 
las víctimas que lo requieran, y figuras especiales 
como el amparo de pobreza.

Parágrafo 2°. Por garantías sustanciales se 
entenderán todas las medidas de acompañamiento 
y asistencia institucional, protección adecuada 
y de discriminación positiva dentro del proceso 
penal para salvaguardar los derechos de las 
víctimas, garantizando que estas, los testigos, 
sus representantes, familiares y allegados, 
comparezcan a los trámites del proceso judicial, sin 
sufrir amenazas, intimidaciones o verse expuestos 
a circunstancias de victimización secundaria.

Parágrafo 3°. Las garantías probatorias estarán 
encaminadas a que toda persona que sea acreditada 
como víctima dentro del proceso, tenga derecho, en 
todas las actuaciones que se surtan en el marco de 
los procesos de sometimiento colectivo, a ser oída, 
a solicitar pruebas y a suministrar los elementos 
probatorios que tenga en su poder, incluyendo su 
propio relato, y que considere relevantes para la 
garantía de sus derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación. En la reglamentación se contemplarán 
reglas de flexibilización de apreciación y cargas 
probatorias en favor de las víctimas, modalidades 
especiales y diferenciales de testimonio entre 
otros mecanismos probatorios establecidos en la 
normativa sobre violaciones a Derechos Humanos.

Parágrafo 4°. Serán garantías de acceso las 
orientadas a que, mediante mecanismos sencillos, 
eficaces y rodeados de publicidad suficiente, 
las víctimas puedan concurrir para hacer valer 
sus derechos, para que los responsables sean 

juzgados, se obtenga reparación por el daño 
sufrido y se acceda a la verdad judicial de lo 
ocurrido. Las víctimas contarán con acceso igual 
y efectivo, atendiendo a los enfoques territoriales, 
diferenciales y de género.

CAPÍTULO IV
Otras disposiciones

Artículo 54. Apoyo interinstitucional. El 
Gobierno nacional coordinará con las entidades 
involucradas todo lo necesario para el correcto 
desarrollo del proceso de sujeción colectiva de 
grupos armados organizados.

La Registraduría Nacional del Estado Civil, 
la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría 
General de la Nación, el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF), el Instituto 
Penitenciario y Carcelario (Inpec) y las demás 
entidades involucradas, según sus competencias 
constitucionales y legales, deberán garantizar:

1.	 La seguridad de los funcionarios públicos y 
de los integrantes del grupo armado organi-
zado, para materializar la reunión de que tra-
ta el artículo 39, y mientras dure la misma.

2.	 Las condiciones de habitabilidad del lugar de 
reunión de los integrantes del grupo armado 
organizado.

3.	 La disponibilidad de funcionarios de la Re-
gistraduría Nacional del Estado Civil.

4.	 La disponibilidad de Defensores Públicos.
5.	 La disponibilidad de jueces de control de ga-

rantías y de conocimiento.
6.	 La disponibilidad de fiscales y funcionarios 

de policía judicial.
7.	 La disponibilidad de procuradores y perso-

neros.
8.	 La disponibilidad de defensores de familia o 

personal del Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar (ICBF).

9.	 El soporte alimentario y sanitario para los 
miembros de los grupos armados organiza-
dos durante la reunión, a cargo del Gobierno 
nacional.

10.	 La internación y traslado de los miembros de 
los grupos armados organizados a los centros 
de detención y reclusión cuando sea del caso.

11.	 Todas las demás que resulten necesarias para 
el adecuado proceso de sujeción del grupo 
armado organizado.

Parágrafo. Cada entidad será responsable 
dentro del ámbito de sus competencias para lograr 
un armónico desarrollo de las jornadas de reunión 
y judicialización efectiva. Su falta de colaboración 
oportuna y efectiva se entenderá como una forma 
de obstrucción a la justicia y dará lugar a las 
sanciones que establezca la ley.

Artículo 55. Acción de la Fuerza Pública. El 
Presidente de la República, mediante orden expresa 
y en la forma que estime pertinente, determinará 
la localización y las modalidades de acción de 
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la Fuerza Pública, siendo fundamental para ello 
que no se afecten los derechos y libertades de la 
comunidad, ni genere inconvenientes o conflictos 
sociales.

Artículo 56. Programas de Reintegración 
Social. Dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la entrada de vigencia de esta ley, el Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) 
implementará un programa especial y con enfoque 
diferencial de reintegración social y laboral para 
quienes se sujetan a la justicia en el marco de la 
presente ley.

La Agencia para la Reincorporación y 
Normalización (ARN) apoyará el diseño e 
implementación del programa del que trata este 
artículo. Para tal efecto, el Gobierno nacional 
destinará los recursos necesarios para el 
cumplimiento de esta labor y el fortalecimiento 
institucional.

Parágrafo. El Gobierno nacional, en ejercicio 
de la función reglamentaria establecida en el 
primer inciso del artículo 91 del Código de 
Extinción de Dominio, deberá crear un rubro 
específico destinado a financiar programas de 
resocialización y reintegración a la vida civil, 
con cargo a los recursos que le corresponden. El 
programa especial de que trata este artículo podrá 
participar de estos recursos.

Artículo 57. Comisión de nuevas conductas 
punibles. Quienes hayan aceptado la sujeción 
a la justicia, de acuerdo con el contenido de la 
presente ley, cometieren un nuevo delito doloso, 
cuya pena mínima prevista en la ley sea de cuatro 
años o más, dentro de los diez (10) años siguientes 
después de haber obtenido la libertad condicional 
o plena, perderán la rebaja punitiva establecida en 
el artículo 46, mediante decisión que adoptará el 
juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, 
previa comunicación de la Fiscalía General de la 
Nación.

De la misma forma, la rebaja de penas 
concedida como consecuencia de la sujeción a 
la justicia se perderá cuando el condenado haya 
incumplido los términos consignados en el acta 
individual de sujeción, o se compruebe que las 
informaciones suministradas no corresponden 
a la verdad. En estos casos, comprobando el 
incumplimiento o acreditada la falta de veracidad 
de las informaciones, se dará aviso al juez de 
ejecución de penas y medidas de seguridad para 
que este redosifique la pena en los términos 
ordinarios del Código Penal.

Artículo 58. Extradición. En ningún caso, 
la sujeción a la justicia de acuerdo con el 
procedimiento establecido en la presente ley 
impedirá la extradición de los miembros de los 
Grupos Armados Organizados.

Artículo 59. Condiciones especiales de 
reclusión. El Gobierno nacional reglamentará las 
condiciones especiales de reclusión que se les 
aplicarán a los miembros de los Grupos Armados 

Organizados que se sujeten a la justicia en el 
marco del título tercero de esta ley. En todo caso, 
tales condiciones serán carcelarias e intramurales 
en colonias penales agrícolas de que trata el 
artículo 28 de la Ley 65 de 1993, garantizando la 
privación efectiva de la libertad.

Artículo 60. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D.C., junio 21 de 2018
En sesión plenaria del día 20 de junio de 2018, 

fue aprobado en segundo debate el texto definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 
227 de 2018 Cámara, 198 de 2018 Senado, por 
medio de la cual se fortalecen la investigación y 
judicialización de organizaciones criminales y se 
adoptan medidas para su sujeción a la justicia. 
Esto con el fin de que el citado proyecto de ley 
siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en las actas de Sesión 
Plenaria número 296 de junio 20 de 2018, previo 
su anuncio en la Sesión del día 19 de junio de los 
corrientes, correspondiente al Acta número 295.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 230  

DE 2018 CÁMARA, 58 DE 2017 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio 
sobre la Ciberdelincuencia”, adoptado el 23 de 

noviembre de 2001, en Budapest.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Convenio sobre la 

Ciberdelincuencia, adoptado el 23 de noviembre 
de 2001, en Budapest.
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Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el Convenio 
sobre la Ciberdelincuencia, adoptado el 23 de 
noviembre de 2001, en Budapest, que por el 
artículo primero de esta ley se aprueba, obligará 
a la República de Colombia a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D.  C., junio 21 de 2018
En Sesión Plenaria del día 20 de junio de 2018, 

fue aprobado en segundo debate el texto definitivo 
sin modificaciones al Proyecto de ley número 230 
de 2018 Cámara, 58 de 2017 Senado, por medio 
de la cual se aprueba el “Convenio sobre la 
Ciberdelincuencia”, adoptado el 23 de noviembre 
de 2001, en Budapest. Esto con el fin de que 
el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992.

Lo anterior, según consta en las actas de Sesión 
Plenaria número 296 de junio 20 de 2018, previo 
su anuncio en la Sesión del día 19 de junio de los 
corrientes, correspondiente al Acta número 295.

* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 235  

DE 2018 CÁMARA, 73 DE 2017 SENADO

por la cual se establecen directrices  
para la gestión del cambio climático.

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto establecer las directrices para la gestión 
del cambio climático en las decisiones de las 
personas públicas y privadas, la concurrencia de 
la Nación, departamentos, municipios, distritos, 
áreas metropolitanas y autoridades Ambientales 
principalmente en las acciones de adaptación al 

cambio climático, así como en mitigación de gases 
efecto invernadero, con el objetivo de reducir la 
vulnerabilidad de la población y de los ecosistemas 
del país frente a los efectos del mismo y promover 
la transición hacia una economía competitiva, 
sustentable y un desarrollo bajo en carbono.

Artículo 2°. Principios. En el marco de la 
presente ley se adoptan los siguientes principios 
orientadores para su implementación y 
reglamentación:

1.	 Autogestión. Las personas naturales o jurí-
dicas, públicas o privadas, desarrollarán ac-
ciones propias para contribuir a la gestión del 
cambio climático con arreglo a lo dispuesto 
en esta ley y en armonía con las acciones 
desplegadas por las entidades públicas.

2.	 Coordinación. La Nación y las entidades 
territoriales ejercerán sus competencias en 
el marco de los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad.

3.	 Corresponsabilidad. Todas las personas na-
turales o jurídicas, públicas, privadas, tienen 
la responsabilidad de participar en la gestión 
del cambio climático según lo establecido en 
la presente ley.

4.	 Costo-beneficio. Se priorizará la implemen-
tación de opciones de adaptación al cambio 
climático que traigan el mayor beneficio en 
términos de reducción de impactos para la 
población al menor costo o esfuerzo inver-
tido, y con mayores cobeneficios sociales, 
económicos o ambientales generados.

5.	 Costo-efectividad. Se priorizará la imple-
mentación de opciones de mitigación de 
emisiones de gases efecto invernadero con 
menores costos por tonelada de gases efec-
to invernadero reducida, evitada o capturada 
y mayor potencial de reducción o captura, 
y con mayores cobeneficios sociales, eco- 
nómicos o ambientales generados.

6.	 Gradualidad. Las entidades públicas desa-
rrollarán lo dispuesto en la presente ley en 
forma progresiva y de acuerdo con sus ca-
pacidades administrativas, financieras y de 
gestión. En el caso de las Entidades Públi-
cas del Orden Nacional, que hagan parte del 
Presupuesto General de la Nación, sus capa-
cidades financieras estarán supeditadas a la 
disponibilidad de recursos existentes en el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco 
de Gasto de Mediano Plazo de cada sector.

7.	 Integración. Los procesos de formulación, 
ejecución y evaluación de políticas, planes, 
programas, proyectos y normas nacionales y 
territoriales, así como el diseño y planeación 
de presupuestos nacionales y territoriales de-
ben integrar consideraciones sobre la gestión 
del cambio climático.
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8.	 Prevención. Las entidades públicas y priva-
das, en el ámbito de sus competencias, de-
berán adoptar las medidas necesarias para 
prevenir los posibles riesgos y reducir la vul-
nerabilidad frente a las amenazas del cambio 
climático.

9.	 Responsabilidad. Las personas naturales y 
jurídicas, públicas o privadas, contribuirán al 
cumplimiento de los compromisos asumidos 
por el país en términos de cambio climático, 
así como a adelantar acciones en el ámbito 
de sus competencias que garanticen la soste-
nibilidad de las generaciones futuras.

10.	 Subsidiariedad. Corresponde a la Nación 
y a los departamentos apoyar a los munici-
pios, según sea requerido por estos, dada su 
menor capacidad institucional, técnica y/o fi-
nanciera, para ejercer eficiente y eficazmente 
las competencias y responsabilidades que se 
deriven de la gestión del cambio climático.

Artículo 3°. Definiciones. Para la adecuada 
comprensión e implementación de la presente Ley 
se adoptan las siguientes definiciones:

1.	 Antropogénico. Resultante de la actividad 
de los seres humanos o producto de esta.

2.	 Adaptación al cambio climático. Es el 
proceso de ajuste a los efectos presentes y 
esperados del cambio climático. En ámbitos 
sociales de decisión corresponde al proceso 
de ajuste que busca atenuar los efectos per-
judiciales y/o aprovechar las oportunidades 
beneficiosas presentes o esperadas del clima 
y sus efectos. En los socioecosistemas, el 
proceso de ajuste de la biodiversidad al cli-
ma actual y sus efectos puede ser intervenido 
por la sociedad con el propósito de facilitar 
el ajuste al clima esperado.

3.	 Bosque natural. Tierra ocupada principal-
mente por árboles que puede contener arbus-
tos, palmas, guaduas, hierbas y lianas, en la 
que predomina la cobertura arbórea con una 
densidad mínima del dosel de 30%, una al-
tura mínima del dosel (in situ) de 5 metros 
al momento de su identificación, y un área 
mínima de 1,0 ha. Se excluyen las coberturas 
arbóreas de plantaciones forestales comer-
ciales, cultivos de palma, y árboles sembra-
dos para la producción agropecuaria.

4.	 Cambio Climático. Variación del estado 
del clima, identificable, por ejemplo, me-
diante pruebas estadísticas, en las variacio-
nes del valor medio o en la variabilidad de 
sus propiedades, que persiste durante largos 
períodos de tiempo, generalmente decenios 
o períodos más largos. El cambio climático 
puede deberse a procesos internos naturales 
o a forzamientos externos tales como mo-
dulaciones de los ciclos solares, erupciones 
volcánicas o cambios antropogénicos per-

sistentes de la composición de la atmósfera 
por el incremento de las concentraciones de 
gases de efecto invernadero o del uso del 
suelo. El cambio climático podría modificar 
las características de los fenómenos meteo-
rológicos e hidroclimáticos extremos en su 
frecuencia promedio e intensidad, lo cual se 
expresará paulatinamente en el comporta-
miento espacial y ciclo anual de estos.

5.	 Cobeneficios. Efectos positivos que una 
política o medida destinada a un propósito 
podría tener en otro propósito, independien-
temente del efecto neto sobre el bienestar 
social general. Los cobeneficios están a me-
nudo supeditados a la incertidumbre y de-
penden, entre otros factores, de las circuns-
tancias locales y las prácticas de aplicación. 
Los cobeneficios también se denominan be-
neficios secundarios.

6.	 Desarrollo bajo en carbono y resiliente al 
clima. Se entiende por tal el desarrollo que 
genera un mínimo de gases de efecto inver-
nadero y gestiona adecuadamente los riesgos 
asociados al clima, reduciendo la vulnera-
bilidad, mientras aprovecha al máximo las 
oportunidades de desarrollo y las oportuni-
dades que el cambio climático genera.

7.	 Efecto invernadero. Es el fenómeno natural 
por el cual la tierra retiene parte de la energía 
solar, permitiendo mantener una temperatura 
que posibilita el desarrollo natural de los se-
res vivos que la habitan.

8.	 Gases de Efecto Invernadero (GEI). Son 
aquellos componentes gaseosos de la atmós-
fera, de origen natural o antropogénico, que 
absorben y emiten la energía solar reflejada 
por la superficie de la tierra, la atmósfera y 
las nubes. Los principales gases de efecto in-
vernadero son el dióxido de carbono (CO2), 
el óxido nitroso (N2O), el metano (CH4) los 
hidrofluorocarbonos (HFC), los perfluoro-
carbonos (PFC) y el Hexafluoruro de Azufre 
(SF6).

9.	 Gestión del Cambio Climático. Es el proce-
so coordinado de diseño, implementación y 
evaluación de acciones de mitigación de GEI 
y adaptación al cambio climático orientado 
a reducir la vulnerabilidad de la población, 
infraestructura y ecosistemas a los efectos 
del cambio climático. También incluye las 
acciones orientadas a permitir y aprovechar 
las oportunidades que el cambio climático 
genera.

10.	 Instrumentos económicos. Se consideran 
instrumentos económicos los mecanismos 
que todos los niveles de gobierno diseñen, 
desarrollen y apliquen, en el ámbito de sus 
competencias, con el propósito de que las 
personas jurídicas o naturales, públicas o pri-
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vadas, muestren cambios de comportamien-
to y asuman los beneficios y costos relacio-
nados con la mitigación de gases de efecto 
invernadero y adaptación al cambio climáti-
co, contribuyendo así al logro del objeto de 
la presente ley.

11.	 Mitigación de Gases de Efecto Invernade-
ro. Es la gestión que busca reducir los nive-
les de emisiones de gases de efecto inverna-
dero en la atmósfera a través de la limitación 
o disminución de las fuentes de emisiones 
de gases de efecto invernadero y el aumen-
to o mejora de los sumideros y reservas de 
gases de efecto invernadero. Para efectos de 
esta ley, la mitigación del cambio climático 
incluye las políticas, programas, proyectos, 
incentivos o desincentivos y actividades re-
lacionadas con la Estrategia Colombiana de 
Desarrollo Bajo en Carbono y la Estrategia 
Nacional de REDD+ (ENREDD+).

12.	 Medios de implementación. En términos 
de la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático, CM-
NUCC, los medios de implementación son 
las herramientas que permitirán la puesta en 
funcionamiento de acciones de mitigación y 
adaptación al cambio climático, tales como 
el financiamiento, la transferencia de tecno-
logía y la construcción de capacidades, entre 
otros.

13.	 Planes Integrales de Gestión del Cambio 
Climático Sectoriales. Los Planes Integra-
les de Gestión del Cambio Climático Secto-
riales (PIGCCS) son los instrumentos a tra-
vés de los cuales cada Ministerio identifica, 
evalúa y orienta la incorporación de medidas 
de mitigación de gases efecto invernadero y 
adaptación al cambio climático en las políti-
cas y regulaciones del respectivo sector.

14.	 Planes Integrales de Gestión del Cambio 
Climático Territoriales. Los Planes Inte-
grales de Gestión del Cambio Climático Te-
rritoriales (PIGCCT) son los instrumentos a 
través de los cuales las entidades territoriales 
y autoridades ambientales regionales identi-
fican, evalúan, priorizan, y definen medidas 
y acciones de adaptación y de mitigación de 
emisiones de Gases Efecto Invernadero, para 
ser implementados en el territorio para el 
cual han sido formulados.

15.	 Resiliencia o capacidad de adaptación. 
Capacidad de los sistemas sociales, econó-
micos y ambientales de afrontar un suceso, 
tendencia o perturbación peligrosa, respon-
diendo o reorganizándose de modo que man-
tengan su función esencial, su identidad y su 
estructura, y conservando al mismo tiempo 
la capacidad de adaptación, aprendizaje y 
transformación.

16.	 Riesgo asociado al cambio climático. 
Potencial de consecuencias en que algo 
de valor está en peligro con un desenla-
ce incierto, reconociendo la diversidad de 
valores. Los riesgos resultan de la interac-
ción de la vulnerabilidad, la exposición y 
la amenaza. En la presente ley, el término 
riesgo se utiliza principalmente en refe-
rencia a los riesgos asociados a los impac-
tos del cambio climático.

17.	 Reducción del riesgo de desastres. Es el 
proceso de la gestión del riesgo, compues-
to por la intervención dirigida a modificar o 
disminuir las condiciones de riesgo existen-
tes: mitigación del riesgo; y a evitar nuevo 
riesgo en el territorio: prevención del riesgo. 
Son medidas de mitigación y prevención 
que se adoptan con antelación para reducir 
la amenaza, la exposición y disminuir la 
vulnerabilidad de las personas, los medios 
de subsistencia, los bienes, la infraestructu-
ra y los recursos ambientales, para evitar o 
minimizar los daños y pérdidas en caso de 
producirse los eventos físicos peligrosos. 
La reducción del riesgo la componen la in-
tervención correctiva del riesgo existente, la 
intervención prospectiva de nuevo riesgo y 
la protección financiera. La mitigación del 
riesgo debe diferenciarse de la mitigación de 
gases de efecto invernadero; en la presente 
ley en cada caso se hacen referencias explí-
citas.

18.	 Variabilidad climática. La variabilidad 
del clima se refiere a las variaciones en 
el estado medio y otros datos estadísticos 
del clima en todas las escalas temporales 
y espaciales (como las desviaciones típi-
cas, la ocurrencia de fenómenos extremos 
como El Niño y La Niña, etc.), más allá 
de fenómenos meteorológicos determi-
nados. La variabilidad se puede deber a 
procesos internos naturales dentro del sis-
tema climático (variabilidad interna), o a 
variaciones en los forzamientos externos 
antropogénicos (variabilidad externa).

19.	 Vulnerabilidad. Susceptibilidad o fragilidad 
física, económica, social, ambiental o insti-
tucional de sufrir efectos adversos en caso de 
que un evento físico asociado a un fenómeno 
hidroclimatológico se presente. Corresponde 
a la predisposición a sufrir pérdidas o daños 
de los seres humanos y sus medios de sub-
sistencia, así como al deterioro de los eco-
sistemas, la biodiversidad, los servicios eco-
sistémicos, el recurso hídrico, los sistemas 
físicos, sociales, económicos y de apoyo que 
pueden ser afectados.
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TÍTULO II
SISTEMA NACIONAL DE CAMBIO 

CLIMÁTICO E INSTRUMENTOS DE SUS 
ENTIDADES VINCULADAS

CAPÍTULO I
Sistema Nacional de Cambio Climático

Artículo 4°. Sistema Nacional de Cambio 
Climático. El Sistema Nacional de Cambio 
Climático, Sisclima, es el conjunto de políticas, 
normas, procesos, entidades estatales, privadas, 
recursos, planes, estrategias, instrumentos, 
mecanismos, así como la información atinente 
al cambio climático, que se aplica de manera 
organizada para gestionar la mitigación de gases 
efecto invernadero y la adaptación al cambio 
climático.

La coordinación nacional del Sisclima estará 
a cargo de la Comisión Intersectorial de Cambio 
Climático (CICC) y la regional a cargo los Nodos 
de Cambio Climático de cada una de las regiones 
a las que se refiere el Decreto 298 de 2016, o aquel 
que lo modifique, adicione o sustituya.

Adicional a las entidades que integran la 
Comisión Intersectorial de Cambio Climático 
(CICC), harán parte de la misma el Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo, el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio y la Unidad 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y 
el Fondo Adaptación, sin perjuicio de otras que 
puedan vincularse.

Para efectos de implementar la presente 
disposición, el Gobierno nacional expedirá todas 
las disposiciones normativas necesarias.

Parágrafo. La identificación, estructuración 
y gestión de proyectos desarrollada por 
el Fondo Adaptación deberá acatar los 
lineamientos definidos por la Comisión 
Intersectorial de Cambio Climático (CICC), 
según lo establecido en la Política nacional de 
cambio climático.

Artículo 5°. Consejo Nacional de Cambio 
Climático. Créase el Consejo Nacional de 
Cambio Climático como órgano permanente 
de consulta de la Comisión Intersectorial de 
Cambio Climático (CICC), cuyo objetivo es 
brindarle asesoría en la toma de decisiones, 
con el fin de lograr una efectiva articulación 
entre esta y los gremios, las organizaciones 
sociales, las comisiones quintas del Congreso y 
la academia, en la gestión del cambio climático 
en el territorio nacional.

Los integrantes del Consejo Nacional de 
Cambio Climático serán elegidos para períodos 
de cuatro años. El Consejo Nacional de Cambio 
Climático estará integrado por:

-	 Dos representantes gremiales.
-	 Dos representantes de las organizaciones no 

gubernamentales que trabajen en asuntos ati-
nentes al cambio climático.

-	 Dos representantes de la academia.
-	 Un representante de las organizaciones inter-

nacionales de apoyo y cooperación al desa-
rrollo.

- 	 Un representante de la comisión quinta del 
Senado de la República.

- 	 Un representante de la comisión quinta de la 
Cámara de Representantes.

La elección de los integrantes del Consejo 
Nacional de Cambio Climático la hará la CICC con 
base candidatos presentados por las respectivas 
agremiaciones. En el caso de las organizaciones no 
gubernamentales que trabajen asuntos atinentes al 
cambio climático, los candidatos serán presentados 
por la Confederación Colombiana de ONG. En el 
caso de las universidades, los candidatos serán 
presentados por el Consejo Nacional de Educación 
Superior. Para el caso de los representantes de 
las organizaciones internacionales de apoyo y 
cooperación al desarrollo, la Agencia Presidencial 
de Cooperación Internacional de Colombia será la 
encargada de presentar los candidatos. Y en el caso 
de los representantes de las comisiones quintas, 
estos serán definidos por las mesas directivas de 
cada comisión.

El Consejo Nacional de Cambio Climático 
tendrá a su cargo las siguientes funciones:

1.	 Hacer recomendaciones a la CICC en mate-
ria de la gestión del cambio climático en el 
territorio nacional.

2.	 Emitir conceptos sobre la implementación de 
la Política Nacional de Cambio Climático, y 
sus instrumentos de planificación e imple-
mentación, así como los demás instrumentos 
relacionados con la gestión de cambio climá-
tico en el país.

3.	 Recomendar a la CICC las acciones necesa-
rias a seguir en la coordinación de activida-
des de gestión del cambio climático entre los 
sectores productivos, academia y organiza-
ciones sociales, con las entidades públicas 
que la integran.

4.	 Sugerir a la CICC directrices y criterios en la 
gestión del cambio climático, para la coordi-
nación de acciones entre los niveles nacional 
y territorial.

El gobierno nacional expedirá la reglamentación 
correspondiente.

Artículo 6°. Responsabilidad de la Adaptación. 
Los ministerios que hacen parte del Sisclima, 
los departamentos, municipios, distritos, las 
corporaciones autónomas regionales y parques 
nacionales naturales de Colombia, son las 
entidades responsables, en el marco de lo definido 
dentro de la presente ley y de sus competencias, del 
cumplimiento de las metas de país de adaptación 
del territorio al cambio climático.
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CAPÍTULO II
Instrumentos de las entidades vinculadas  

al Sisclima
Artículo 7°. Instrumentos de los Ministerios. 

Corresponde a los Ministerios que hacen parte 
del Sisclima en el ámbito de sus competencias 
y, con sujeción a las decisiones adoptadas por 
la Comisión Intersectorial de Cambio Climático 
(CICC), lo siguiente:

1.	 Impartir las directrices y adoptar las accio-
nes necesarias para asegurar en el marco de 
sus competencias el cumplimiento de la meta 
de reducción de gases de efecto invernadero, 
concertada para cada sector en la CICC, y las 
metas de adaptación para lo relacionado con 
su sector.

2.	 Formular e implementar los Planes Integra-
les de Gestión del Cambio Climático Secto-
riales (PIGCCS).

3.	 Realizar el seguimiento de los PIGCCS de 
acuerdo con los lineamientos que establezca 
la Comisión Intersectorial de Cambio Climá-
tico para lo relacionado con el Sistema Na-
cional de Información de Cambio Climático.

4.	 Coordinar la gestión del cambio climático en 
su respectivo sector.

5.	 Generar y recopilar, de acuerdo a lo defini-
do por el Ideam, los insumos de información 
necesarios para la actualización de los inven-
tarios de gases de efecto invernadero, o cual-
quier otro reporte que surja de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cam-
bio Climático (CMNUCC), de acuerdo con 
la CICC, y dar cuenta del avance en los me-
dios de implementación en su sector con el 
apoyo de sus entidades de investigación y/o 
planeación.

6.	 Presentar un informe anual sobre la imple-
mentación de los Planes Integrales de Ges-
tión de Cambio Climático Sectoriales ante 
las comisiones quintas de Senado y Cámara.

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará 
el artículo 10 de la Ley 388 de 1997 en el marco 
de sus competencias, con el propósito de incluir 
dentro de los determinantes de los planes de 
ordenamiento territorial la gestión del cambio 
climático.

Artículo 8°. Instrumentos Departamentales. 
Las autoridades departamentales deberán 
incorporar a gestión del cambio climático dentro 
de sus planes de desarrollo, la que a su vez podrá ser 
incorporada en otros instrumentos de planeación 
con que cuente el Departamento. Para el efecto, de 
manera conjunta con las Autoridades Ambientales 
Regionales, formularán los Planes Integrales 
de Gestión del Cambio Climático Territoriales 
(PIGCCT) de acuerdo con su jurisdicción y 
realizarán el seguimiento a su implementación de 

acuerdo con los lineamientos que se establezcan 
en el marco del Sisclima. 

Parágrafo 1°. Las autoridades departamentales 
responsables reportarán al Sisclima el estado de 
avance de sus planes, proyectos e inversiones en 
el marco de la gestión del cambio climático, de 
acuerdo con los lineamientos que establezca la 
CICC y, si a ello hay lugar, brindarán orientaciones 
a los municipios de la respectiva jurisdicción 
departamental para que en sus procesos de 
planeación, gestión y ejecución de la inversión 
se incluya la gestión del cambio climático, en 
concordancia con el correspondiente PIGCCT.

Parágrafo 2°. Los departamentos 
implementarán medidas de mitigación de Gases 
de Efecto Invernadero en materia de transporte e 
infraestructura, desarrollo agropecuario, energía, 
vivienda y saneamiento, así como en comercio, 
industria y turismo, todo ello de acuerdo con sus 
competencias y según los lineamientos de los 
PIGCCS definidos por los respectivos ministerios. 

Parágrafo 3°. Los departamentos con territorio 
costero incluirán, en el marco de sus competencias 
y bajo los principios de coordinación, concurrencia 
y subsidiariedad, dentro de su PIGCCT la 
formulación, adopción e implementación de 
acciones de adaptación al cambio climático 
incluidas, entre otras, las relacionadas con 
protección frente a la erosión costera y demás 
acciones asociadas a la protección de ecosistemas 
costeros.

Artículo 9°. Instrumentos municipales y 
distritales. Las autoridades municipales y 
distritales deberán incorporar dentro de sus 
planes de desarrollo y planes de ordenamiento 
territorial, la gestión del cambio climático 
teniendo como referencia los Planes Integrales de 
Gestión del Cambio Climático Territoriales de su 
departamento y los Planes Integrales de Gestión 
del Cambio Climático Sectoriales. Asimismo, 
podrán incorporar la gestión del cambio climático 
en otros instrumentos de planeación con que 
cuente la respectiva entidad territorial.

Parágrafo 1°. Los municipios y distritos 
implementarán medidas de mitigación de Gases 
de Efecto Invernadero en materia de transporte e 
infraestructura, desarrollo agropecuario, energía, 
vivienda y saneamiento, así como en comercio, 
industria y turismo, todo ello de acuerdo a sus 
competencias y según los lineamientos definidos 
por los respectivos PIGCCT.

Parágrafo 2°. Los municipios y distritos con 
territorio costero, adoptarán e implementarán, en 
el marco de sus competencias y bajo los principios 
de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, 
programas, proyectos y acciones de adaptación 
al cambio climático incluidas, entre otras, las 
relacionadas con protección frente a la erosión 
costera y demás acciones asociadas a la protección 
de ecosistemas costeros.
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Artículo 10. Funciones de las Autoridades 
Ambientales Regionales. Corresponde a 
las Corporaciones Autónomas Regionales, 
de Desarrollo Sostenible y las Autoridades 
Ambientales de los Grandes Centros Urbanos a 
las que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 
1993, las siguientes atribuciones:

1.	 Elaborar e implementar de manera conjun-
ta con las Entidades Territoriales los Planes 
Integrales de Gestión del Cambio Climático 
Territoriales, según corresponda a sus com-
petencias y de acuerdo a su jurisdicción.

2.	 Implementar, según corresponda a sus com-
petencias y de acuerdo a su jurisdicción, pro-
gramas y proyectos de adaptación al cambio 
climático y mitigación de Gases de Efecto 
Invernadero definidos dentro de los PIGCCS 
contando con la orientación y apoyo de los 
ministerios que los hayan formulado.

3.	 Integrar en los instrumentos de planificación 
ambiental, ordenamiento ambiental territo-
rial, presupuestal y sostenibilidad financiera 
las acciones estratégicas y prioritarias en ma-
teria de adaptación y mitigación de GEI en 
el ámbito de sus competencias, teniendo en 
cuenta los lineamientos que para tal efecto 
defina el Ministerio de Ambiente y Desarro-
llo Sostenible.

Artículo 11. Gestión del Riesgo de Desastres y 
Adaptación al Cambio Climático. La articulación 
y complementariedad entre los procesos de 
adaptación al cambio climático y gestión del riesgo 
de desastres, se basará fundamentalmente en lo 
relacionado con los procesos de conocimiento y 
reducción del riesgo asociados a los fenómenos 
hidrometeorológicos e hidroclimáticos y a las 
potenciales modificaciones del comportamiento de 
estos fenómenos atribuibles al cambio climático. 
Esto aplicará para su incorporación tanto en los 
Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático 
Territoriales como en los Planes Departamentales 
y Municipales de Gestión del Riesgo, y demás 
instrumentos de planeación definidos en el 
Capítulo III de la Ley 1523 de 2012.

Artículo 12. Energías Renovables y Mitigación 
de Gases de Efecto Invernadero. La Nación, los 
departamentos, distritos y municipios tendrán 
en cuenta en la formulación de sus planes de 
desarrollo nacional, departamentales, distritales y 
municipales las disposiciones para la promoción 
de las fuentes no convencionales de energía 
renovable y de eficiencia energética, incluidas en 
la Ley 1715 de 2014 como una de las herramientas 
para la mitigación de gases de efecto invernadero 
en la gestión del cambio climático.

Artículo 13. Incorporación de Cambio 
Climático en Instrumentos de Planificación. La 
gestión del cambio climático en los instrumentos de 
que trata el presente capítulo, deberá incorporarse 
en aquellos que sean elaborados, adoptados, 

revisados y actualizados según corresponda, a 
partir del 1° de enero de 2020.

TÍTULO III
INSTRUMENTOS PARA LA GESTIÓN  

DEL CAMBIO CLIMÁTICO
CAPÍTULO I

Instrumentos de planificación y gestión
Artículo 14. Planificación de la Gestión del 

Cambio Climático. La gestión del cambio climático 
se realizará mediante los siguientes instrumentos, 
sin perjuicio de los demás que se incorporen según 
la necesidad, u otros instrumentos que resulten 
de acuerdos internacionales de cambio climático 
ratificados por Colombia:

1.	 Las Contribuciones Determinadas a Nivel 
Nacional (NDC por sus siglas en inglés) 
comprometidas ante la CMNUCC.

2.	 La Política Nacional de Cambio Climático.
3.	 Los Planes Integrales de Gestión del Cambio 

Climático Sectoriales y los Territoriales.
4.	 Los planes de desarrollo de las entidades te-

rritoriales y los planes de ordenamiento terri-
torial.

5.	 Las Comunicaciones Nacionales, los Inven-
tarios Nacionales de GEI, los reportes bie-
nales de actualización (BUR) y los demás 
reportes e informes que los sustituyan, mo-
difiquen o reemplacen.

Artículo 15. Contribuciones Nacionales Ante 
la CMNUCC. Las Contribuciones Nacionales son 
los compromisos que define y asume Colombia 
para reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero (GEI), lograr la adaptación de su 
territorio y desarrollar medios de implementación, 
y que son definidos por los Ministerios relacionados 
y con competencias sobre la materia en el marco 
de la CICC y son presentados por el país ante la 
CMNUCC.

La gestión nacional del cambio climático estará 
orientada a lograr estos compromisos o unos más 
ambiciosos.

El Gobierno nacional reglamentará lo 
relacionado con la definición de corto, mediano 
y largo plazo de las contribuciones nacionales 
ante la CMNUCC, las cuales deberán representar 
un aumento con respecto a la meta anterior, 
de conformidad con el régimen internacional 
establecido bajo la Convención Marco de 
Naciones Unidas sobre Cambio Climático.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible actualizará ante la 
CMNUCC dicha contribución, conforme a los 
ciclos definidos por esta misma convención y a 
lo acordado con cada uno de los ministerios en el 
marco de la CICC.

Parágrafo 2°. El Presidente de la República 
presentará al Congreso de la República, un año 
antes de la fecha del reporte internacional sobre 
el logro de la contribución nacional dispuesta 
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por la CMNUCC, un informe consolidado de 
los avances del país en el cumplimiento de la 
contribución nacional en materia de cambio 
climático. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible será la entidad encargada de consolidar 
dicho informe.

Artículo 16. Política Nacional de Cambio 
Climático. La Política Nacional de Cambio 
Climático estará dirigida a incorporar la gestión 
del cambio climático en las decisiones públicas y 
privadas para avanzar en una senda de desarrollo 
resiliente al clima y baja en carbono, que reduzca 
los riesgos del cambio climático y permita 
aprovechar las oportunidades que este genera, en 
concordancia con los objetivos mundiales y los 
compromisos nacionales.

Parágrafo. El Gobierno nacional, a través de 
la Comisión Intersectorial de Cambio Climático, 
deberá coordinar la implementación de la Política 
Nacional de Cambio Climático.

Artículo 17. Planes Integrales de Gestión 
del Cambio Climático Sectoriales. Los Planes 
Integrales de Gestión del Cambio Climático 
Sectoriales (PIGCCS), serán los instrumentos 
a través de los cuales cada Ministerio, según lo 
definido en el marco del Sisclima, identificará, 
evaluará y orientará la incorporación de medidas 
de mitigación de gases efecto invernadero y 
adaptación al cambio climático en las políticas 
y regulaciones del respectivo sector. Además, 
ofrecerán los lineamientos para la implementación 
de medidas sectoriales de adaptación y mitigación 
de GEI a nivel territorial relacionadas con la 
temática de cada sector, incluyendo, entre otras, 
directrices sobre el financiamiento de las medidas 
de mitigación de GEI y adaptación definidas, así 
como sobre Educación, Ciencia, Tecnología e 
Innovación.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible y el Departamento Nacional de 
Planeación, teniendo en cuenta como mínimo 
los contenidos de la Política nacional de cambio 
climático, y tomando como referencia los 
lineamientos establecidos en los programas y 
demás instrumentos de planificación y gestión 
del cambio climático, establecerá las guías para 
lo relativo a la formulación, implementación, 
seguimiento, evaluación y articulación de 
los PIGCCS con los demás instrumentos de 
planificación del territorio y del desarrollo.

Parágrafo. Los planes sectoriales de adaptación 
al cambio climático y los planes de acción 
sectorial de mitigación de GEI a los que hace 
alusión el artículo 170 de la Ley 1753 de 2015 
deberán ajustarse para convertirse en PIGCCS, 
según lo dispuesto en el presente artículo, lo 
definido en los Compromisos ante la CMNUCC y 
las contribuciones sectoriales. 

Artículo 18. Planes Integrales de Gestión 
del Cambio Climático Territoriales. Los Planes 
Integrales de Gestión del Cambio Climático 

Territoriales (PIGCCT) son los instrumentos 
a través de los cuales las gobernaciones y las 
autoridades ambientales regionales partiendo del 
análisis de vulnerabilidad e inventario de GEI 
regionales, u otros instrumentos, identifican, 
evalúan, priorizan, y definen medidas y acciones 
de adaptación y de mitigación de emisiones de 
gases efecto invernadero, para ser implementados 
en el territorio para el cual han sido formulados.

Los planes serán formulados para cada uno 
de los departamentos bajo la responsabilidad y 
coordinación de sus gobernaciones, las respectivas 
autoridades ambientales regionales, según su 
jurisdicción, y Parques Nacionales Naturales de 
Colombia, cuando aplique.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, teniendo en cuenta como mínimo 
los contenidos de la Política nacional de cambio 
climático, y tomando como referencia los 
lineamientos establecidos en los programas y 
demás instrumentos de planificación y gestión 
del cambio climático, establecerá las guías para 
la formulación, implementación, seguimiento, 
evaluación y articulación de los PIGCCT con los 
demás instrumentos de planificación del territorio.

Parágrafo 1°. De conformidad con los 
lineamientos que para tal efecto expida la CICC, 
se formularán planes territoriales de cambio 
climático en una escala más detallada para 
distritos y municipios. Será responsabilidad de los 
alcaldes, con el apoyo técnico de las autoridades 
ambientales regionales, la formulación, 
implementación y seguimiento de dichos planes, 
en armonía con el respectivo PIGCCT, y de 
acuerdo a los demás lineamientos que al respecto 
se definan en el marco del Sisclima.

Parágrafo 2°. Dentro de los PIGCCT se deberá 
incluir el desarrollo de acciones de adaptación 
basada en ecosistemas para ecosistemas 
continentales, marino costeros e insulares. Los 
PIGCCT también deberán incluir los instrumentos 
de manejo de las áreas protegidas, según su 
categoría de manejo.

Artículo 19. Incidencia de los PIGCCT para 
la Gestión del Cambio Climático en el Desarrollo 
Territorial. Es responsabilidad de los municipios 
y distritos consultar los PIGCCT para priorizar 
e incorporar dentro los Planes de Ordenamiento 
Territorial las medidas que consideren pertinentes 
de acuerdo a lo señalado en el artículo 8° de esta 
ley.

El Gobierno nacional establecerá los 
lineamientos y guías que orientarán la forma en que 
los departamentos, municipios y distritos deberán 
incorporar el cambio climático en los diferentes 
instrumentos de planificación señalados.

El Gobierno nacional también definirá 
los lineamientos y orientaciones para que las 
autoridades ambientales regionales incorporen la 
gestión del cambio climático en los instrumentos 
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de planeación ambiental, de ordenamiento 
territorial, y de planificación financiera.

Parágrafo. Las demás entidades públicas y 
privadas con incidencia en el desarrollo territorial, 
deberán consultar los PIGCCT, para definir, 
diseñar e implementar sus medidas de mitigación 
de GEI y adaptación al cambio climático de 
acuerdo con sus competencias.

Artículo 20. Horizonte de Planificación y 
Revisión de los PIGCCS y PIGCCT. Los PIGCCS 
y los PIGCCT tendrán como horizonte inicial 
de planeación el año 2029, posterior a lo cual el 
horizonte de planeación será de 20 años.

Los PIGCCS y PIGCCT se revisarán y 
ajustarán de acuerdo con la información que sobre 
Gases de Efecto Invernadero, vulnerabilidad, 
adaptación y medios de implementación se 
genere en el marco del Sistema de Información 
de Cambio Climático.

Parágrafo. En el marco de la CICC se definirá 
la frecuencia de revisión y ajuste de los PIGCCS 
y PIGCCT, según los compromisos adquiridos 
por el país de acuerdo con la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático.

Artículo 21. Programas y proyectos de 
adaptación y mitigación de GEI. Los municipios y 
distritos que con base en los lineamientos definidos 
por la CICC, no deban formular PIGCCT, deberán 
consultar el PIGCCT del nivel Departamental 
correspondiente e incorporar los lineamientos 
que se hayan definido como prioritarios dentro de 
sus instrumentos de desarrollo local. Igualmente 
formularán programas y proyectos de carácter 
específico, que les permita atender problemáticas 
puntuales asociadas al cambio climático.

Artículo 22. Las Comunicaciones Nacionales 
sobre Cambio Climático. Las Comunicaciones 
Nacionales sobre Cambio Climático, así como 
los inventarios de gases de efecto invernadero, 
los informes bienales de actualización y todos los 
demás informes que se acuerden en el marco de 
la CMNUCC, serán insumos fundamentales para 
la Gestión del Cambio Climático, tanto para la 
definición de los compromisos ante la CMNUCC, 
como para la definición de la orientación que 
tendrán los instrumentos a los que se alude en el 
presente título.

Artículo 23. La Gestión del Cambio Climático 
en los Proyectos de Inversión Pública. El 
Departamento Nacional de Planeación efectuará 
los ajustes a los lineamientos de formulación de 
proyectos de inversión pública definida, para que 
la Nación, las Entidades Territoriales, Autoridades 
Ambientales y las entidades que formulan 
proyectos de inversión pública incorporen la 
gestión del cambio climático en los proyectos 
formulados, cuando aplique, identificando estas 
características de manera explícita.

Artículo 24. La Adaptación al Cambio Climático 
en los Planes de Gestión del Riesgo. Los planes 
de gestión del riesgo de los niveles de gobierno 
nacional y territorial, a que se refiere el artículo 
32 de la Ley 1523 de 2012, incorporarán acciones 
orientadas al conocimiento y reducción del riesgo 
disminuyendo la vulnerabilidad ante eventos de 
tipo hidrometeorológicos e hidroclimáticos y a las 
potenciales modificaciones del comportamiento 
de estos fenómenos atribuibles al cambio 
climático. En concordancia con lo definido en la 
presente ley, las entidades territoriales tendrán 
como base para la formulación de sus planes de 
gestión del riesgo a los PIGCCT de su jurisdicción 
y los PIGCCS, en lo relacionado a la adaptación al 
cambio climático.

La Unidad Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres, o quien haga sus veces, definirá 
los lineamientos para que los Planes de 
Gestión del Riesgo de Desastres incorporen 
estas acciones.

Artículo 25. Articulación con la Gestión de 
Riesgo de Desastres. En concordancia con lo 
dispuesto en la Ley 1523 de 2012, o la norma que 
la modifique, derogue o sustituya, la adaptación 
al cambio climático como parte de la gestión 
del cambio climático se articulará, en aplicación 
de los principios de coordinación, concurrencia 
y subsidiariedad con el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres, con el propósito 
de armonizar la adopción e implementación de 
políticas, planes y programas orientados a la 
adaptación al cambio climático.

CAPÍTULO II
Sistemas de información para el cambio 

climático
Artículo 26. Sistema Nacional de Información 

sobre Cambio Climático. En el marco del Sistema 
de Información Ambiental para Colombia (SIAC), 
créese el Sistema Nacional de Información 
sobre Cambio Climático que proveerá datos e 
información transparente y consistente en el 
tiempo para la toma de decisiones relacionadas 
con la gestión del cambio climático.

Como parte del Sistema Nacional de 
Información sobre Cambio Climático se establece 
el Registro Nacional de Reducción de las Emisiones 
de Gases de Efecto Invernadero (RENARE) como 
uno de los instrumentos necesarios para la gestión 
de información de las iniciativas de mitigación de 
GEI.

Los instrumentos para la generación de 
información oficial que permita tomar decisiones, 
formular políticas y normas para la planificación, 
gestión sostenible de los bosques naturales en 
el territorio colombiano y la gestión del cambio 
climático, son el Sistema Nacional de Información 
Forestal (SNIF), el Inventario Forestal Nacional 
(IFN), y el Sistema de Monitoreo de Bosques y 
Carbono (SMBYC). Estos instrumentos proveerán 
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la información para el Sistema Nacional de 
Información sobre Cambio Climático.

El Instituto de Hidrología, Meteorología y 
Estudios Ambientales (Ideam), administrará 
y coordinará el SNIF, el IFN, el SMBYC y 
RENARE bajo la coordinación, las directrices, 
orientaciones y lineamientos del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Parágrafo. El Gobierno nacional en cabeza del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
reglamentará el funcionamiento y la administración 
del Sistema Nacional de Información sobre Cambio 
Climático que deberá articularse a los Sistemas 
que tengan similares propósitos y gestionen 
información relacionada con el seguimiento a 
la gestión del cambio climático, en particular lo 
relacionado con evaluación, monitoreo, reporte y 
verificación de las acciones en cambio climático 
y el cumplimiento de las metas nacionales en esta 
materia.

Artículo 27. Sistema de Monitoreo de 
Bosques y Carbono. A través del SMBYC, 
el Ideam generará la información oficial 
para la adopción de medidas que conduzcan 
a reducir la deforestación y contribuyan a 
la planificación y gestión sostenible de los 
bosques naturales en el territorio colombiano, 
y para el cumplimiento de los compromisos 
de Colombia en el marco de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático (CMNUCC), y otros compromisos 
internacionales, así como para la elaboración 
de los Niveles de Referencia de las Emisiones 
Forestales (NREF). Esta información será 
empleada y servirá como referente en la 
implementación de las iniciativas REDD+.

Parágrafo. Las Corporaciones Autónomas 
Regionales y las de Desarrollo Sostenible, 
Parques Nacionales Naturales, la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales, los 
Institutos de Investigación y demás entidades 
del SINA, en el marco de sus competencias y 
funciones legales, deberán aportar de forma 
adecuada y oportuna la información que sea 
requerida para el correcto funcionamiento del 
Sistema de Monitoreo de Bosques y Carbono 
(SMBYC) y, así mismo, deberán tomar las 
medidas necesarias para asegurar la utilización 
adecuada y oportuna de la información generada 
por el SMBYC.

Artículo 28. Promoción de Líneas de 
Investigación sobre Cambio Climático. 
Colciencias a través del Sistema nacional de 
competitividad, ciencia, tecnología e innovación 
incorporará los temas de cambio climático en 
sus estrategias de investigación a través de sus 
programas nacionales así como en sus estrategias 
de gestión del conocimiento, innovación e 
internacionalización.

Parágrafo. Del porcentaje destinado al 
Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación del 
Sistema General de Regalías, se destinará un 
1% a proyectos sobre mitigación y adaptación al 
cambio climático.

TÍTULO IV
INSTRUMENTOS ECONÓMICOS Y 

FINANCIEROS PARA LA GESTIÓN DEL 
CAMBIO CLIMÁTICO

CAPÍTULO I
Instrumentos económicos

Artículo 29. Definición de los Cupos Transables 
de Emisión de GEI. Un Cupo Transable de 
Emisión de GEI es un derecho negociable que 
autoriza a su titular para emitir una tonelada de 
CO2 u otro Gas de Efecto Invernadero (GEI) 
por una cantidad equivalente a una tonelada de 
CO2. Un cupo se redime cuando se utiliza para 
respaldar la emisión de una tonelada de CO2 o su 
equivalente, durante una vigencia anual. Puede 
ser redimido en vigencias posteriores a la de su 
adquisición, pero una vez redimido, no podrá ser 
utilizado nuevamente.

Los cupos transables de emisión de GEI son 
autónomos para respaldar las emisiones asociadas 
a la actividad de su titular, no serán revocables 
a sus titulares, salvo por orden judicial, y son 
independientes de sus titulares anteriores.

E l Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible establecerá anualmente un número 
de cupos compatible con las metas nacionales de 
reducción de emisiones de GEI y determinará, 
mediante normas de carácter general, las 
condiciones de adquisición de los cupos transables 
de emisión de GEI a través de una subasta inicial 
anual.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, mediante normas de carácter general, 
regulará qué tipo de agentes deberán respaldar, a 
través de cupos de emisión, las emisiones de GEI 
asociadas con su actividad.

Parágrafo. El Ministerio de Ambiente estará en 
la obligación de crear y comunicar públicamente 
los criterios de evaluación por medio de los cuales 
se otorgarán los cupos de los que trata el presente 
artículo.

Artículo 30. Programa Nacional de Cupos 
Transables de Emisión de GEI. Créese el Programa 
Nacional de Cupos Transables de Emisión de 
Gases de Efecto Invernadero (PNCTE), en 
virtud del cual se establecerán y subastarán 
cupos transables de emisión de GEI. De manera 
eventual, este programa también podrá otorgar 
de manera directa cupos transables de emisión a 
agentes regulados que cumplan los requisitos que 
establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible.
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El PNCTE también comprenderá la 
verificación y certificación de reducciones de 
emisiones o remociones de GEI, que se produzcan 
como resultado de la implementación voluntaria 
de iniciativas públicas o privadas de reducción 
o remoción de GEI, adelantadas por agentes 
diferentes a los regulados. El Programa podrá 
otorgar un cupo transable de emisión por cada 
tonelada de CO2 equivalente que sea reducida 
o removida, y que esté debidamente verificada, 
certificada y registrada en el Registro Nacional de 
Reducción de las Emisiones de GEI para, entre 
otros propósitos, evitar una doble contabilización.

El PNCTE será reglamentado y puesto en 
operación por el Gobierno nacional.

Parágrafo 1°. En la reglamentación del PNCTE 
el Gobierno nacional podrá reconocer las toneladas 
de CO2 equivalente que hayan sido pagadas por 
concepto del impuesto al carbono como parte de 
los cupos que se adquieran en subasta. En cualquier 
caso la destinación del impuesto al carbono será la 
establecida en la Ley 1819 de 2016.

Parágrafo 2°. En el caso en que un agente 
regulado no respalde sus emisiones con cupos, la 
obligación se podría cumplir con el pago de las 
tasas ambientales que para tal efecto pueda adoptar 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 42 de 
la Ley 99 de 1993.

Parágrafo 3°. El PNCTE se articulará con los 
demás instrumentos orientados a la reducción de 
las emisiones de GEI que operen en el país.

Parágrafo 4°. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible presentará un informe 
anual sobre los avances y operación del Programa 
Nacional de Cupos Transables de Emisión de 
Gases de Efecto Invernadero (PNCTE), ante las 
comisiones Quintas de Senado y Cámara.

Artículo 31. Regulación de la Medición de 
Emisiones, Reducciones y Remociones de GEI. El 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
regulará las condiciones y requerimientos para 
la verificación, certificación y registro de las 
emisiones, reducciones de emisiones y remociones 
de Gases Efecto Invernadero (GEI). Igualmente 
establecerá los procedimientos de seguimiento y 
control del cumplimiento de las obligaciones de 
respaldo de emisiones por parte de los agentes 
regulados.

Las emisiones, reducciones de emisiones y 
remociones de GEI deben ser verificables por 
un organismo independiente de tercera parte, 
acreditado para este fin.

Artículo 32. Régimen Sancionatorio. El 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
sancionará con multas a los agentes regulados por 
el incumplimiento de obligaciones derivadas del 
presente título de esta ley, las cuales podrán ser de 
hasta dos veces el valor de las emisiones generadas, 

valoradas al precio resultante en la última 
subasta realizada. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible regulará los criterios para la 
dosificación de las multas teniendo en cuenta lo 
dispuesto en el artículo 50 de la Ley 1437 de 2011 
o la norma que la sustituya o modifique.

Así mismo, para la imposición de las 
anteriores sanciones, se seguirá el procedimiento 
sancionatorio establecido en la precitada ley o la 
norma que la sustituya o modifique.

CAPÍTULO II
Instrumentos financieros

Artículo 33. Destinación de los Recursos 
Generados por el PNCTE. Los recursos generados 
por la Nación provenientes de subastar los cupos 
transables de emisión de GEI se destinarán a 
la Subcuenta para el manejo separado de los 
ingresos que obtenga el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, del Fondo Nacional 
Ambiental (Fonam) y se destinarán a iniciativas 
de reducción de emisiones de GEI y adaptación 
al cambio climático, así como a la gestión de 
información necesaria para los fines que tiene esta 
ley.

CAPÍTULO III
Otros instrumentos económicos

Artículo 34. Otros Incentivos. El Gobierno 
nacional podrá establecer un régimen de incentivos 
dirigidos a personas naturales o jurídicas, públicas, 
privadas o mixtas, que realicen acciones concretas 
de adaptación y mitigación al cambio climático.

TÍTULO V
Disposiciones finales

Artículo 35. Plazos para la Reglamentación. 
El Gobierno nacional contará con 3 años para 
reglamentar todas las disposiciones de la presente 
ley, a partir de la fecha de su promulgación. A 
los avances en dicha reglamentación se les hará 
seguimiento desde la Comisión Intersectorial de 
Cambio Climático.

Artículo 36. Vigencias y derogatorias. La 
presente ley rige a partir de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., julio 4 de 2018
En Sesión Plenaria del día 20 de junio de 2018, 

fue aprobado en segundo debate el texto definitivo 
sin modificaciones del Proyecto de ley número 235 
de 2018 Cámara, 73 de 2017 Senado, por la cual se 
establecen directrices para la gestión del cambio 
climático. Esto con el fin de que el citado proyecto 
de ley siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las actas de Sesión 
Plenaria número 296 de junio 20 de 2018, previo 
su anuncio en la Sesión del día 19 de junio de los 
corrientes, correspondiente al Acta número 295.
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